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RESUMEN EJECUTIVO 
El Derecho, ciencia que vela por el respeto y la práctica de los Derechos Humanos del 
hombre en el convivir diario; en el campo penal, las Normas legales sancionan al 
infractor de la ley por el cometimiento de un delito con la pena privativa de libertad, la 
misma que deberá ser cumplida en un Centro de Rehabilitación Social; donde el encierro, 
como forma de castigo va minando paulatinamente el espíritu del privado de libertad, 
para transformarle en un ser insensible y lleno de necesidades, las mismas que no son 
satisfechas por la falta de políticas que no se apegan a sus necesidades; además, la falta 
de recursos y profesionales capacitados para ejercer e implantar procesos de 
rehabilitación social integral impiden la consecución de los o0bjetivos propuestos por el 
ente regulador. Es por ello que los organismos encargados de las políticas penitenciarias 
deberían poner más interés a esta problemática social, y aplicar lo que determinan los 
instrumentos internacionales de Derechos Humanos, en lo referente a la Rehabilitación y 
Reinserción social integral de los detenidos, tan necesaria para evitar la reincidencia 
delictiva y lograr la tranquilidad social.       
 
PALABRAS CLAVES:  
 DERECHO 
 AREA PENAL 
 PRIVADO DE LIBERTAD  
 DELINCUENTE  
 NORMAS LEGALES  
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ABSTRACT 
 
 
Los Privados de Libertad y la Falta de Políticas de Rehabilitación y 
Reinserción Social Integral. 
 
Law is a science that takes care for respect and practice of man Human Rights in the daily life. In 
the penal field, legal regulations sanction the offender due to the perpetration of an offense by 
depriving him/her from liberty, which shall be served in a Centro de Rehabilitación  Social. 
Confinement, as a way of punishment step by step undermines the spirit of the person deprived 
from liberty, as far as rendering him/her into an insensitive being and full of need, which cannot 
be met due to the inexistence of relevant policies to cover such needs. Lack of resources and 
professionals trained to exercise and implement integral social rehabilitation processes hinder the 
achievement of objectives posed by regulating agencies; hence, state agencies responsible for jail 
policies ought to pay more attention to the social problematic and apply what international 
instruments on Human Rights provide, regarding Integral Social Rehabilitation and Reinsertion of 
people deprived from liberty, so necessary to prevent re-incidence of unlawful actions and 
provide social peace. 
 
KEYWORDS: LAW, PENAL FIELD, DEPRIVED FROM LIBERTY, DELINQUENT, LEGAL 
STANDARDS, POLICIES, INTEGRAL REHABILITATION, SOCIAL REINSERTION, 
CRSVQNº 3 PICHINCHA- QUITO     
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INTRODUCCIÓN 
     Hablar del Sistema Penitenciario y la falta de políticas de rehabilitación y reinserción 
social integral para las Personas Privadas de Libertad (PPL), es hablar de una problemática 
estructural, política y administrativa que enfrenta el Sistema Penitenciario del Ecuador 
desde hace varias décadas, y que es conocido no solo por las autoridades que rigen este 
sistema, sino también por la población que vive diariamente las consecuencias del 
fenómeno delictivo, que de manera violenta va en aumento.  
 
     Las dificultades que el sistema penitenciario tiene para cumplir con la rehabilitación 
social integral del delincuente, objetivo propuesto en la Constitución Política del 2008, son 
complejas y se relacionan entre sí, ya que la ausencia de políticas penitenciarias reales, el 
hacinamiento, la inadecuada infraestructura de los CRS, la falta de personal técnico 
profesional para la formación y capacitación del detenido en los campos educativo y 
laboral, la despreocupación de las autoridades de Rehabilitación Social para crear e 
implementar talleres y realizar convenios con instituciones públicas y privadas para que 
puedan ofrecer trabajo a los reclusos, etc, han influenciado a que el Sistema de 
Rehabilitación Social no pueda cumplir con su objetivo; son estas dificultades las que hasta 
el momento no se les a dado una solución acertada, a pesar de las nuevas políticas 
penitenciarias implantadas por el actual gobierno, que han procurado establecer soluciones 
al problema penitenciario, pero más se han centrado en la construcción de nuevos Centros 
de Rehabilitación Social (CRS), aumento del personal de seguridad y vigilancia, y abuso 
de la prisión preventiva como consecuencia de la lucha contra la delincuencia, lo que ha 
producido un incremento en el número de detenidos en los CRS, fenómeno social que 
representa una clara violación a la dignidad del ser humano, por las condiciones de vida 
que tienen que llevar durante el encierro.  
 
 
     El ingreso y permanencia en una cárcel o prisión, desencadena en el individuo un 
proceso de adaptación contrario a su forma de ser en libertad, ya que va asimilando 
paulatinamente la cultura de la prisión, la que posteriormente le induce a practicar hábitos 
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y costumbres que le van a identificar como parte de este submundo; el    entorno 
penitenciario le transforma en un individuo ansioso, inmaduro, desconfiado e inestable 
afectivamente, efectos característicos de lo que se conoce técnicamente como 
prisionización, que es una respuesta al nuevo ambiente que tiene que soportar durante la 
prologada permanencia en un Centro de Rehabilitación Social.  
 
 
Estos efectos se acentúan aún más por la falta de planes, programas y proyectos de 
formación y capacitación profesional integral, que la institución está obligada a realizarlos 
y ponerlos en práctica, para aprovechar el tiempo que los privados de libertad tienen 
durante el cumplimiento de la sentencia impuesta; situación por lo que más del 80% de la 
población carcelaria se encuentra en la desocupación y en la práctica de malos hábito 
(violencia, drogadicción), lo que demuestra la inexistencia de procesos de rehabilitación 
social, tan necesarios para evitar y prevenir que el individuo que ha salido en libertad, 
vuelva a cometer un delito, ya sea como medio para satisfacer sus necesidades o como 
consecuencia de alguna patología mental o de personalidad, que le llevaría nuevamente a 
cumplir una condena en un medio hostil, donde las oportunidades de mejorar son pocas y 
el irrespeto a los Derechos Humanos es institucionalizado, ya que la falta de aplicación de 
las normas y reglas internacionales adoptadas por el Ecuador, para garantizar la protección 
de los Derechos Humanos de los reclusos e implantar procesos de rehabilitación y 
reinserción social es evidente, siendo esta otra de las causas por las que el Sistema de 
Rehabilitación Social ecuatoriano no puede alcanzar el objetivo propuesto.  
 
 
     Ante ello, es muy significativo implementar nuevos mecanismos e incentivos para 
lograr la rehabilitación y reinserción social de los detenidos, en especial con los 
sentenciados, a través de los cuales pueden desarrollar habilidades sociales basadas en la 
educación, el trabajo y el desarrollo personal, donde aprenderán algún arte u oficio con el 
que puedan mantenerse ocupados y solventar sus necesidades y las de su familia durante y 
después de su reclusión, previniendo de esta manera la reincidencia delictiva; para lo cual 
se desarrolla a continuación una propuesta que busca mejorar la estructura caduca de 
tratamiento y rehabilitación social implantada; en esta propuesta se incluye a instituciones 
públicas y privadas para que se integren y contribuyan en la recuperación, rehabilitación y 
reinserción social de los privados de libertad, a través de acciones y oportunidades de 
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trabajo que les puedan brindar, aportando de esta manera y como sociedad a la formación y 
desarrollo de estas personas que han pasado mucho tiempo privados de sus necesidades. 
 
 
     El seguimiento de los procesos de cambio que el ex-interno puede demostrar en 
libertad, deberán ser observados y monitoreados por personal técnico profesional 
responsable de la DNRS, por un tiempo de seis a ocho meses, donde se evalué las actitudes 
y aptitudes con respecto a si mismo, a la familia y a la sociedad en general, la misma que 
tiene la obligación moral de colaborar en este proceso, ya que la recuperación, 
rehabilitación y reinserción social de una persona es de carácter integral.        
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CAPÍTULO I 
 
1.  LA POLÍTICA PÚBLICA Y EL SISTEMA PENITENCIARIO 
 
     Dada la importancia que las Políticas Públicas tienen para la transformación social de 
un Estado, y la búsqueda de una nueva forma de convivencia ciudadana para alcanzar el 
buen vivir, (el sumak kawsay), como manifiesta la Constitución Política del Ecuador 2008, 
en especial para las personas privadas de libertad que forman parte directa e indirectamente 
del Sistema Penitenciario, institución que está enmarcada dentro de este estudio y que 
frecuentemente se encuentra en estado de emergencia por el sinnúmero de problemas que 
vive, los que impiden la práctica y el desarrollo de políticas sociales en beneficio de las 
personas privadas de libertad y su posterior reinserción e inclusión social; considero 
necesario partir de la comprensión y análisis de lo que son las Políticas Públicas, así como 
de los mecanismos de diseño y elaboración de las mismas, iniciando para ello con las 
definiciones de los términos de política y política pública, ya que estas hacen referencia a 
las acciones que las autoridades públicas realizan en el seno de la sociedad, sociedad que 
busca se solucionen los múltiples problemas que impiden su progreso y desarrollo.   
 
1.1. POLÍTICA Y POLÍTICA PÚBLICA 
 
     La política y las políticas públicas son entidades diferentes, ambas se interrelacionan 
mutuamente y forman parte del sistema político; es decir, tanto la política como las 
políticas públicas tienen que ver con el poder social.   
 
     Mientras la política es un concepto que abarca al poder en general, las políticas públicas 
son respuestas, soluciones o  decisiones específicas del gobierno a los asuntos o  problemas 
públicos y de la comunidad.  
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     Por lo tanto, se podría decir que la política es el mecanismo a través de la cual se busca 
establecer políticas públicas sobre determinados temas, o influir en ellas para lograr sus 
objetivos. La política pública implica un acto de poder y la ejecución de las decisiones de 
quienes ejercen ese poder. 
 
1.2. POLÍTICA 
 
     El término política proviene de la palabra griega polis o ciudad, cuyo significado hace 
mención a las ciudades griegas que formaban los estados donde el gobierno era 
parcialmente democrático, gobierno o doctrina política que busca la igualdad entre los 
hombres a través de la participación popular. 
 
Guillermo Cabanellas define al término política como: 
 
 “El Arte de gobernar, o alarde de hacerlo, dictando leyes y haciéndolas cumplir, 
promoviendo el bien público y remediando las necesidades de los ciudadanos y 
habitantes de un país”(CABANELLAS DE TORRES, 2007, pág. 62). 
 
“Georges Burdeau dice que es: 
 
 “Una actividad: sea la que desarrollan los gobernantes, sea la que se desarrolla en 
la sociedad con miras a ocupar funciones de dirección. Por consiguiente, la política 
capta los fenómenos en su aspecto dinámico, en lo que atañe a la actividad dirigida 
tanto a la conquista como al ejercicio del Poder”(OMEBA, 1991, pág. 575). 
 “La política es aquella practica que se ocupa de gestionar, de resolver los conflictos 
colectivos y de crear coherencia social, y su resultado son decisiones obligatorias 
para todos”. (CIVISMO DIGITAL, 2013). 
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     Por lo tanto, y tomando en consideración dichas acepciones, se puede decir que la 
política es la ciencia y el arte del ejercicio del poder, que busca como fin promover el bien 
común en beneficio de todos los integrantes de la sociedad, a través de la organización 
social del Estado, es decir, que la función principal de la política seria la vocación de 
servicio a los demás, cosa que en la práctica no se evidencia porque el poder se concentra 
en unos pocos, quienes son los que toman las decisiones de la mayoría para alcanzar 
ciertos objetivos.  
 
     Es importante indicar que la disciplina encargada del estudio de las actividades políticas 
se denomina ciencias políticas, los profesionales que practican estas ciencias reciben el 
nombre de politólogos y las personas que hacen función o tienen cargos profesionales en el 
Estado se definen como actores políticos. 
 
     En lo jurídico, se la denomina de tres formas posibles: como un conjunto de actividades 
desarrolladas por un grupo y que permiten crear, planificar y ejercer el poder sobre otro; 
como la lucha y la oposición que debe llevarse a cabo por parte de un grupo reducido para 
dominar a uno mayor; y por último, como una actividad cuya razón de ser es alcanzar un 
fin preciso como es el bien común a través de métodos que no incluyan la violencia. 
 
1.3. POLÍTICA PÚBLICA 
 
El concepto etimológico de estos términos proviene del anglosajón public policy, cuya 
traducción es política pública; la misma que se refiere a las actividades o acciones que las 
autoridades públicas realizan para resolver y dar respuesta a las múltiples necesidades, 
intereses y preferencias de grupos y personas que integran una sociedad. 
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     Para comprender mejor estos términos y su objetivo, tomare los criterios de algunos 
autores como Carlos Salazar Vargas, que dice que Política Publica es "El conjunto de 
sucesivas respuestas del Estado frente a situaciones consideradas socialmente como 
problemáticas” (SALAZAR, 1995) 
     En cambio Manuel Tamayo Sáez, indica que Política Publica: 
 “Son el conjunto de objetivos, decisiones y acciones que lleva a cabo un gobierno para solucionar 
los problemas que en un momento determinado los ciudadanos y el propio gobierno consideran 
prioritarios”.  
 
Pero la definición más simple y que tiene una gran trascendencia por su contenido es la de Thomas 
Dye, en su libro UNDERSTANDING PUBLIC POLICY, que dice: "Política pública es todo lo 
que los gobiernos deciden hacer o no hacer."(DYE, 1995). 
 
Por lo tanto, considerando que la política pública implica un acto de poder en la ejecución 
de las decisiones por quienes ejercen ese poder frente a situaciones socialmente 
problemáticas, esta se le pueden entender como un proceso que se inicia cuando un 
gobierno o un directivo público detecta la existencia de un problema que, por su 
importancia, merece su atención y termina con la evaluación de los resultados que han 
tenido las acciones emprendidas para eliminar, mitigar o transformar ese problema.  
 
     La política pública involucra una o varias instituciones estatales  que tienen que ver con 
el acceso de las personas a bienes y servicios, a través de toda actividad o gestión de la 
autoridad pública, sea esta Nacional, Provincial o Municipal, para que las soluciones 
encontradas permitan que las personas y grupos de una sociedad convivan armónicamente 
a pesar de sus diferencias. 
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     Es importante indicar que Política Publica también es la  inacción, o la decisión de no 
decidir o de no hacer nada por parte del ente público ante un problema social que merece la 
atención oportuna y eficaz.   
 
Las políticas públicas formuladas por el Estado persiguen fines que obedecen a alguno de 
los siguientes criterios:  
a) Atender una problemática pública. 
b) Satisfacer una necesidad o preferencia social 
 c) Cumplir los fines del Estado, y  
d) Acatar un mandato legal. 
 
2. FUNCIÓN DE LA POLÍTICA PÚBLICA 
 
Considerando que las Políticas Públicas constituyen uno de los instrumentos socialmente 
disponibles por los gobiernos para atender las necesidades de la población, y del Estado en 
general, es indispensable contar no solo con las Instituciones estatales, sino también con el 
compromiso responsable de las personas que ejercen el poder político para poder alcanzar 
el progreso y desarrollo de una sociedad, a través de la elaboración, planificación y 
desarrollo de planes, programas y proyectos de Políticas Públicas realmente eficaces, a fin 
de dar repuestas o soluciones a la problemática o necesidad planteada por la población, 
dichas necesidades pueden ser de índole económica, social, educativa, de salud, de 
vivienda, de seguridad, etc; soluciones tendientes a modificar el comportamiento de los 
grupos sociales que padecen los efectos negativos del problema. 
 
     Por lo tanto, se podría decir que la función más importante de las políticas públicas es la 
solución de los problemas públicos y la transformación de la realidad social, a través de la 
consecución de objetivos considerados de valor para la sociedad.  
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     Si el gobierno o algún ente estatal deciden no dar solución a los problemas que surjan 
en la sociedad a través de la formulación de políticas públicas, se evidenciara primero que 
no cumple con su función primordial que es la de atender y solucionar los problemas de la 
comunidad, y segundo que no cuentan con un aparato administrativo apropiado para dar 
bienestar a los habitantes en el cumplimiento de sus peticiones, por ello se requieren 
cambios en el sistema político, en el gobierno, en los partidos y grupos sociales, y en las 
personas que estén en el gobierno o en la oposición, para realizar las reformas que el 
Estado necesita en el campo de las políticas pública. 
 
 
3. FORMULACIÓN DE LAS POLÍTICAS PÚBLICAS 
 
 
      El enfoque de que las políticas públicas son un medio para que los gobiernos 
interactúen con otros actores, sean estos públicos o privados para atender las necesidades 
de la población, y busquen soluciones eficaces para el bienestar de la comunidad en todas 
las áreas del convivir diario a través de la  elaboración de políticas y programas de acción 
pública, tiene un valor trascendental para la población, porque facilita la identificación de 
los distintos actores que intervienen en el proceso de elaboración de las políticas públicas, 
las que a través de su ejecución permiten conseguir no solo una mejor gestión de la 
administración pública, sino también conocer el impacto que determinadas decisiones que 
toma el Gobierno Central como política pública, tienen en el medio social; lo que permite 
determinar las ventajas y desventajas que estas decisiones tienen en el desarrollo y 
ejecución de estas políticas.   
 
Ventajas  
 Las Políticas Públicas tienen la finalidad de resolver necesidades concretas de la 
comunidad.  
 Promueven la integración social a través del principio de igualdad y equidad social.   
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 Las Políticas Públicas responden a las necesidades de las personas, y éstas se llevan 
a cabo en función de los criterios de oportunidad, calidad y transparencia.  
 El carácter de lo público depende de la manera como los entes responsables dan 
solución a los respectivos problemas e intereses de la comunidad.  
 Las Políticas Públicas sirven para promover ciertos principios éticos tanto para los 
funcionarios públicos como para la población en general.  
 Una propuesta de Política Pública necesita de la participación integra de todos los 
actores políticos y la preocupación de la sociedad para su ejecución. 
 
Desventajas 
 
 Las Políticas Públicas no siempre responden a las necesidades de las personas a 
quienes están supuestamente dirigidas. 
 Las Políticas Públicas no siempre son tan públicas por los intereses personales de 
los actores políticos. 
 En una Política Pública existe la intervención de las preferencias grupales y 
personales que predominan en la decisión, lo que perjudica, obstaculiza y daña la 
visión de lo público y del bienestar social. 
 Una Política Pública puede beneficiar a unos y perjudicar a otros, porque es la 
mayoría quien decide en la ejecución o no de dicha política. 
 Las Políticas Públicas que son producto de las decisiones de los gobiernos tienden a 
no representar a los intereses y puntos de vista de los distintos sectores de la 
sociedad. 
 
     Es así como las Políticas Públicas pueden revertir, potenciar o inhibir la oportunidad de 
que otros sectores de la sociedad alcancen el bienestar individual o colectivo, ya que 
cuando se implementa algún tipo de política, todos serán  afectados de manera positiva o 
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negativa, lo que confirma la influencia que la política pública tiene en el cambio de 
conducta de las personas que viven y se desarrollan en una sociedad determinada.  
 
4. POLÍTICA PÚBLICA Y POLÍTICA PENITENCIARIA 
 
     Luego de ver que las Políticas Públicas tienen la finalidad de resolver necesidades 
concretas de la comunidad, y responder a las necesidades de las personas que habitan en 
esa comunidad, promoviendo así la integración social a través de los principios de igualdad 
y equidad social; esta función debería aplicarse de manera obligatoria también en el 
sistema penitenciario a través de la creación de una real política penitenciaria, que vele por 
los Derechos Humanos de las personas privadas de libertad, en el campo de la 
rehabilitación y reinserción social eficiente para su desarrollo, dada la condición humanan 
actual en que viven. 
 
 
     Considerando que en el año 2008 la población ecuatoriana aprobó, mediante 
referéndum la nueva Constitución de la República del Ecuador, donde según el Art 1 
establece que “el Ecuador es un Estado constitucional de derechos y justicia social” (R-O 
449, 2008), que su desarrollo se orientará según el Art. 85 a hacer efectivo el Buen Vivir y 
todos los derechos de las y los ecuatorianos; situación esta que no se ha dado, puesto que 
para garantizar este supuesto buen vivir se requiere que los entes gubernamentales ejerzan 
la rectoría de las políticas públicas del área a su cargo; en el caso del sistema penitenciario, 
a quien le corresponde desde el año 2011 es al Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y 
Cultos regir la Política Penitenciaria, pero no se ha evidenciado hasta la actualidad un 
progreso e innovación en lo que respecta a los procesos de rehabilitación y reinserción 
social de los privados de libertad, como también a una disminución de la delincuencia, más 
bien se ve todo lo contrario, cuyo resultado es la inseguridad social que diariamente se 
vive, ante ello, la población a través de marchas y protestas a nivel nacional ha solicitado al 
gobierno que se dé la seguridad social que se merece frente a la delincuencia.    
 
 
12 
     Por lo tanto, como es de conocimiento público, el actual gobierno, junto con el 
Ministerio de Justicia Derechos Humanos y Cultos, cartera de Estado responsable del 
Sistema Penitenciario en el marco del mejoramiento de la situación de los Centros de 
Rehabilitación Social a su cargo, como política penitenciaria se han preocupado más bien 
por la creación de nuevos Centros de Rehabilitación Social a nivel nacional y la 
remodelación de otros, como solución al problema más bien del hacinamiento que de la 
rehabilitación social, (44  en la actualidad), un Centro de formación penitenciaria ubicado 
en la ciudad de Bahía de Caráquez, Manabí, diseñada para la formación del personal 
penitenciario de seguridad y vigilancia en los ámbitos jurídicos y derechos humanos, 
Centro denominado como “la primera Escuela Penitenciaria del Ecuador”, y Centros de 
administración de justicia, los mismos que provocan que ingresen al sistema carcelario más 
personas de las que salen, cuyo resultado es una sobrepoblación carcelaria; dichas acciones 
están enmarcadas en lo que han denominado “Ejes de transformación de rehabilitación 
social”,(DEFENSORÍA PÚBLICA DEL ECUADOR, 2012) en los cuales no se evidencian 
políticas y procesos reales de rehabilitación y reinserción social, que se ajusten a las 
necesidades propias de las personas privadas de libertad, consideradas como grupos de 
atención prioritaria, lo que determina que no se cumple con la finalidad de la rehabilitación 
integral que proclama el sistema penitenciario en su Art. 201 de la Constitución Política 
del 2008.(R.O. 449), y en el Art 11 del Código de Ejecución de Penas y Rehabilitación 
Social.(DIRECCIÓN NACIONAL DE ASESORÍA JURÍDICA DE LA PGE, 2009) 
 
 
     Se pude decir que el agravamiento de la crisis penitenciaria en el país es el reflejo de la 
inexistencia de una real política pública penitenciaria, cuyo propósito si se le desarrollaría 
y aplicaría sería la de fortalecer con todos los recursos necesarios para el ejercicio de su 
función, a todos los actores que conforman el Sistema Penitenciario como son: el derecho 
penal, el sistema de justicia penal (fiscales, jueces y autoridades penitenciarias) y en 
especial la gestión y administración de las prisiones a través de los Jueces de Garantías 
Penitenciarias, para así conseguir los objetivos que la Constitución Política y el Código de 
Ejecución de Penas y Rehabilitación Social enuncian a favor de los Derechos de los 
detenidos.   
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     Sobre esta base, es necesario definir que es una Política Penitenciaria y cuáles serian sus 
objetivos en beneficio de las personas privadas de libertad.  
 
 
5. POLÍTICA PENITENCIARIA 
 
5.1.DEFINICIÓN 
 
     Son las actividades o acciones qué las autoridades públicas en el ámbito penitenciario 
realizan para resolver y dar respuesta a las múltiples necesidades, intereses y preferencias 
de las personas privadas de libertad, con el fin de promover, proteger y hacer efectivos los 
derechos humanos fijados en la Constitución y en los Tratados Internacionales. 
 
 
5.2.OBJETIVOS DE LA POLÍTICA PENITENCIARIA 
 
 
     La Constitución Política del Ecuador, el Código de Ejecución de Penas y Rehabilitación 
Social, las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los reclusos, el Derecho Penitenciario, y 
otras normas de derechos humanos establecidas en Códigos y Normas nacionales e 
internacionales, de los cuales el Ecuador es parte, constituyen el marco legal de los 
derechos de las personas privadas de libertad, donde se plasman las políticas penitenciarias 
que deberían ser aplicadas, analizadas y evaluadas de manera obligatoria por el 
correspondiente Ministerio, y cuyos objetivos a alcanzar si se daría su aplicación real 
serían los siguientes:  
 
 
 La Reeducación, Rehabilitación y Reinserción del delincuente a la sociedad, a 
través de la orientación, capacitación y formación profesional para su nuevo 
proyecto de vida, que le permita su promoción y desarrollo integral.  
 La Garantía y respeto a los Derechos Humanos que amparan a los privados de 
libertad en el goce de sus derechos fundamentales, tales como: Derecho a la vida, 
14 
Derecho a la libertad, Derecho a la integridad física y sexual, a la Garantía procesal 
y el Debido Proceso, en definitiva a la Libertad y Justicia que le permita una 
armónica convivencia durante su encierro en el interior de las cárceles.  
 Evitar que se produzcan constantes violaciones a los Derechos Humanos, como 
son el hacinamiento, los tratos crueles e inhumanos, la falta de servicios públicos y 
condiciones de vida que humillan la dignidad del ser humano privado de libertad, 
todo ello enmarcado como violencia institucional.  
 La creación de un ente penitenciario con carácter autónomo, como son los Jueces 
de Garantías Penitenciarias, quienes según el Art 1.1 del Código de Ejecución de 
Penas y Rehabilitación Social, “les corresponde el controlar y supervisión judicial del 
régimen penitenciario”.(DIRECCIÓN NACIONAL DE ASESORÍA JURÍDICA DE LA 
PGE, 2009) 
 Establecer el régimen progresivo obligatorio, a través del cual el interno cumpla la 
pena que le ha sido impuesta, dicha progresión se realizará a través de la 
evaluación permanente del detenido, en base a los aspectos biopsicosocicultural, 
laboral y disciplinario. 
 Garantizar el tratamiento y la rehabilitación integral de los internos, así como el 
control post carcelario, proyectada hacia la prevención de la reincidencia y 
habitualidad, con miras a obtener la disminución de la delincuencia. 
 Implantar la clasificación de los Centros de Rehabilitación Social para Garantizar 
el respeto a los Derechos Humanos y el tratamiento del privado de libertad. 
 Aplicar los beneficios de ley (Prelibertad, Libertad Controlada, Rebajas de Pena) a 
los privados de libertad que realmente observaren buena conducta y demostraren 
interés por su recuperación, rehabilitación y reinserción social. 
 Seleccionar y capacitar permanentemente a los funcionarios o empleados de los 
Centros de Rehabilitación Social que conforman los departamentos que realizan 
funciones de asistencia técnica y rehabilitación, quienes serán los encargados de 
aplicar los planes, programas y proyectos de tratamiento y rehabilitación social a 
los privados de libertad, y determinaran la eficiencia o  no de dichas políticas 
penitenciarias. 
15 
 Que se integren dentro de las Políticas Penitenciarias y de manera permanente a 
funcionarios del Ministerio de Salud Pública, del Ministerio de Relaciones 
Laborales, del Ministerio de Educación, del Ministerio del Deportes, del Ministerio 
de Cultura y del Ministerio de Inclusión Económica y Social, cuya participación 
técnica permitiría alcanzar el buen vivir (suma kawsay) de los privados de libertad, 
y la satisfacción de sus necesidades más urgentes y el cumplimiento de sus 
derechos.  
 
 
     Todos estos objetivos solo se encuentran escritos y planteados en lo que el gobierno ha 
denominado “Ejes de la Transformación del Sistema de Rehabilitación Social”, 
(DEFENSORÍA PÚBLICA DEL ECUADOR, 2012) que incluyen el acceso de las personas 
privadas de libertad a la salud física y mental, al trabajo, a la educación, cultura y deporte, 
a la convivencia y preservación del vínculo familiar; pero en la práctica no se han dado 
porque no existen los procesos o políticas públicas estructurales de cómo hacerlo para 
conseguir dichos objetivos.  
 
 
6. EL SISTEMA PENITENCIARIO COMO PARTE DE LA POLÍTICA PÚBLICA 
 
 
     El artículo 201 de la Constitución Política establece que la finalidad del sistema de 
rehabilitación social es “la rehabilitación integral de las personas sentenciadas penalmente para 
reinsertarlas en la sociedad”(R.O. 449, 2008), objetivo primordial de la política pública 
penitenciaria, que en teoría, se basa en la individualización del tratamiento en un régimen 
progresivo de rehabilitación, que es el conjunto de acciones técnico-administrativas por 
medio de las cuales el interno cumple la pena que le ha sido impuesta, situación similar 
expresa el Código de Ejecución de Penas y Rehabilitación Social en su artículo 11; 
enunciados que deberían cumplirse en los Centros de Rehabilitación Social, ya que la ley 
expresamente está orientada a estimular y proporcionar la rehabilitación de los detenidos; 
pero debido a que pocas o ninguna de las instalaciones penitenciarias cuentan con los 
recursos humanos, técnicos y materiales disponibles para la realización de dichos 
programas de rehabilitación en los niveles de formación y capacitación integral, no se dan, 
lo que se evidencia que en este Sistema Penitenciario tanto en su función administrativa 
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como en la aplicación de los procesos de rehabilitación y reinserción social de los privados 
de libertad, no hay un progreso significativo, tal vez porque este sistema es una de las 
tantas herramientas de control social que se dan en el seno de la sociedad, y no merece la 
atención gubernamental. 
 
 
     Por ello, el sistema penitenciario debe ser una política pública exclusiva del gobierno, 
porque en el se encuentran conviviendo cientos de personas en condiciones deplorables, 
donde algunas de ellas tal vez son inocentes, y otras, tal vez por necesidad o influencia 
tomaron la decisión equivocada y cometieron un delito o infracción, o donde tal vez por 
equivocaciones de los miembros policiales o de la propia administración de justicia se 
encuentran privados de su libertad; privación que se asemeja a una forma de castigo, 
drástico e inhumano por las características de las cárceles y celdas donde tienen que vivir, 
y por el peligro constante a su integridad física y psicológica que tienen que soportar, 
situaciones estas que también viven los familiares de los detenidos en los días de visita, 
porque no existe de parte de las autoridades o funcionarios del sistema penitenciario 
políticas públicas reales que puedan proteger y garantizar los Derechos Humanos de estas 
personas.  
 
 
     En consecuencia, vale decir que las cárceles y el Sistema Penitenciario en general no 
cumplen su función específica, y el trato que reciben las personas recluidas es contrario a 
los Derechos Humanos planteados en los instrumentos legales, lo que en la práctica se ve y 
se dice que la cárcel en lugar de rehabilitar y ser un medio para reincorporar al individuo a 
la sociedad, es más bien una escuela del delito, donde se perfecciona el delincuente y se 
reproduce la violencia por no existir programas de rehabilitación social y menos de 
reinserción, existiendo por ello un alto índice de reincidencia. 
 
 
     Ante ello, es imprescindible que dentro de la formulación y desarrollo de las políticas 
penitenciarias, como parte de la política pública, participen las personas privadas de 
libertad en la búsqueda de nuevas formas de política de rehabilitación penitenciaria; que se 
apeguen a sus reales necesidades y al respeto a los Derechos Humanos, lo que 
representaría el primer paso para una modernización de la esfera pública en el campo 
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penitenciario, ya que este, como herramienta de control social que se da en la sociedad, 
requiere mayor atención en lo referente a la prevención, recuperación, rehabilitación y 
reinserción social del delincuente.  
 
 
7. POLÍTICA CRIMINAL 
 
 
     Las investigaciones y escritos realizados sobre la Política Criminal indican que no se 
puede determinar quién usó por primera vez el concepto de Política Criminal, algunos 
autores creen que fue Feuerbach o Henke, sin embargo Beccaría desde Italia con su obra 
"De los delitos y de las penas" ha sido e l  iniciador de esta corriente en 1764.  
 
 
     Posteriormente, l a  Política C riminal se ha extendido a Inglaterra con Bentham, a 
Francia con Berenger y Bonneville, a Alemania con Feuerbach y Henke. 
 
 
     En el año 1889 Fran Von Liszt, Van Hamel y Adolfo Prins fundan la Unión 
Internacional de Derecho Penal, pero es Fran Von Liszt el mentor de la Escuela de 
Política Criminal o Escuela Pragmática, Sociológica y Biosociológica, con esta escuela se 
ha dado inició a lo que se conoce como política criminal sistemática o científica. 
 
 
     Von Liszt refirió el alcance de la Política Criminal a la apreciación crítica del derecho 
vigente y a la programación legislativa y de la acción social. El núcleo de la Política 
Criminal era la lucha contra el crimen pero no debía quedar restringida al área judicial o 
del Derecho Penal sino que debía extenderse a los medios preventivos y represivos del 
Estado. 
 
 
     Fran Von Liszt diferenció la Política Social de la Política Criminal. La primera tenía por 
objeto la supresión o restricción de las condiciones y fenómenos sociales de la 
criminalidad, mientras que la segunda se ocupaba de la delincuencia en particular y de que 
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la pena se adaptase en su especie y medida al delincuente, procurando impedir la comisión 
de crímenes en el futuro. 
 
 
Los principales objetos de la Política Criminal según Liszt eran: 
 
 La máxima eliminación de las penas cortas de prisión y el frecuente uso de la 
multa. 
 La aplicación de la condena condicional donde fuere practicable. 
 La ejecución de medidas educativas para jóvenes delincuentes. 
 La atención primordial a la naturaleza del criminal y de sus motivaciones. 
 La consideración del Estado Peligroso. 
 La profilaxis de la inclinación criminal en desarrollo (habitualidad y aprendizaje 
criminal). 
 Formación profesional del personal penitenciario y del de la administración del 
Derecho Penal. 
 La recepción de medidas de seguridad para aquéllos supuestos en que lo 
aconsejaba el estado mental o la posibilidad de readaptación o corrección del 
delincuente. 
 
     Los principios de Política Criminal han sido receptados por muchos códigos, 
priorizando la naturaleza de los actos del delincuente y los tipos de criminales: ocasionales, 
habituales y por predisposición con la consecuente individualización de la pena. 
 
 
7.1. DEFINICIÓN 
 
 
     Diversos autores coinciden en que la Política Criminal es el conjunto de medidas de las 
que se vale el Estado para enfrentar la criminalidad (delito-delincuente) y la 
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criminalización (pena y función resocializadora); especialmente en su prevención, 
represión y control; teniendo en cuenta que la política criminal puede ser vista como un 
acto de control social y solución de conflictos, dirigida hacia las acciones humanas 
consideradas violentas o nocivas, las cuales entorpecen el desarrollo armónico de una 
sociedad en un país determinado. 
 
 
     Von Liszt Franz   dice que Politica Criminal es:  
El conjunto sistemático de principios garantizados por la investigación científica de las 
causas de las infracciones y de la eficacia de la pena, según los cuales dirige el Estado la 
lucha contra el crimen por medio de la pena y de sus formas de ejecución(VON LISZT, 
Franz, 2013) 
 
     Heinz ve a la política criminal como “el conjunto de todas las medidas estatales para la 
prevención del delito y la lucha contra el delito” (ZIPF, 1979). 
 
     Pero es Bernat de Celes quien explica de mejor manera lo que es, y lo que abarca la 
política criminal, y dice:  
 
“Por Política Criminal debemos entender la política que persigue el gobierno de un país 
en lo que concierne a” 
1. La aplicación del derecho penal 
2. La revisión del derecho penal 
3. La prevención de la delincuencia 
4. La administración de la justicia criminal (comprendiendo la policía) 
5. El tratamiento al delincuente 
 
     Este argumento tiene una mayor trascendencia por cuanto abarca los elementos que el 
gobierno debe tomar en cuenta para la formulación de una real Política Criminal y 
reestructuración del Sistema Penal y sus objetivos.   
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     En conclusión se puede decir que la Política Criminal son las acciones, procedimientos 
y métodos que el Estado utiliza para combatir el crimen y prevenir, eliminar o disminuir la 
delincuencia, con la finalidad de proponer cambios en el modo de vida y seguridad de la 
sociedad, ya que ésta dirige y organiza el sistema social, por lo tanto, debe entendérsela y 
desarrollarla como una política del Estado prioritaria. 
 
 
8. LA POLÍTICA CRIMINAL COMO POLÍTICA DE ESTADO 
 
“Se dice que una buena política social es la mejor política criminal”(MEZGER, 1979, pág. 158) 
 
 
     La Política Criminal, como cualquier política, es dirigida por un ente regulador que 
propone o plantea un conjunto de estrategias o procedimientos por medio de los cuales el 
Estado combate el problema de la criminalidad. 
 
 
     El Ecuador no cuenta con una verdadera política criminal que se ajuste a las 
necesidades y seguridad de la población; el Gobierno, el Ministerio de Justicia, Derechos 
Humanos y Cultos, y el Ministerio del Interior, como ente rector de la Política Criminal 
creen que con el slogan de la “recompensa por los más buscados”, la creación de nuevos 
centros carcelarios y la propuesta de aumentar las penas están haciendo y demostrando una 
eficaz política criminal; argumentos que no se apegan a la realidad nacional y peor aún al 
sistema penitenciario, ya que lo único que están haciendo es sobrepoblar las cárceles, 
estimular la formación de grupos delictivos y la violencia intracarcelaria; consecuencias 
originadas primero por no existir un Plan General de Política Criminal tendiente a prevenir, 
eliminar o disminuir el delito, y segundo por no contar con los medios y procedimientos 
para el tratamiento de la criminalidad; ya que el fenómeno delictivo como tal, ha ido 
adquiriendo caracteres diversos según las circunstancias políticas e históricas de nuestra 
sociedad, es por ello que siendo la Política Criminal una Política General del Estado, debe 
planteársele y ejecutarse en la consecución de los objetivos que la sociedad y los sistemas 
judicial y penitenciario quieren alcanzar; entre ellos podemos indicar. 
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 Crear medios eficaces para el control, prevención y lucha contra la delincuencia. 
 Promover reformas legislativas adecuadas a las nuevas figuras delictivas que van 
apareciendo.  
 Fortalecer el Sistema Judicial y el Sistema Penal en todos sus ámbitos de acción, 
ya que es la ley penal la que tipifica la conducta humana como delictiva. 
 Configurar un sistema procesal penal que ofrezca un trámite ágil y eficiente, y en 
especial decente.  
 Establecer los órganos de control social para una adecuada y oportuna 
investigación del delito y su acertado juzgamiento. 
 
 
     Es así que la Política Criminal hace referencia a las acciones que la autoridad 
competente realiza y aplica en contra de la delincuencia, y en beneficio de la sociedad, en 
conjunto con distintas disciplinas que se relacionan entre si, tales como: el Derecho penal, 
el Derecho Procesal Penal, la Criminología, la Sociología, la Psicología criminal, la 
Ciencia Política, etc, transformándose en una ciencia penal integral, ideal que el gobierno 
actual pretende implantar a través del Nuevo Código Integral Penal. 
 
 
9. BASES DE UNA POLÍTICA CRIMINAL 
 
 
     La Política Criminal, siendo parte de la política pública que le corresponde desarrollar 
al Estado en sus funciones de gobierno; no debe ser, improvisada, ni desconectada del 
desarrollo del país, sino técnicamente planificada, estratégicamente aplicada e 
históricamente identificada con el proceso de desarrollo de un Estado democrático, de 
Derecho y de Justicia social; para ello debe formularse las siguientes acciones.   
 
 
 Fundamentar científicamente la política criminal, que permita realizar diagnósticos 
adecuados, establecer prioridades y orientar ordenadamente la inversión de los 
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recursos del sistema penal, normalizando su uso, a fin de obtener un óptimo 
aprovechamiento. 
 
 Realizar auditorías del personal y fortalecer y capacitar a la Policía Judicial a fin de 
reducir los elevados índices de impunidad, que representan una de las mayores 
falencias del sistema, y contribuyen en gran medida a la inseguridad ciudadana.  
 
 Que la policía judicial sea administrada por la justicia común, sancionando los 
actos de corrupción, y separando de la Institución Policial a los malos elementos en 
todas las jerarquías; es decir efectuar una reingeniería de la Policía Nacional en 
todas sus dependencias, porque una Policía eficiente y saneada internamente, 
cumple no sólo la función represiva sino también preventiva.  
 
 La dirección y el control de las cárceles lo hagan personas que tengan conocimiento 
y experiencia del Derecho penitenciario, y la capacidad suficiente para buscar 
soluciones a la problemática penitenciaria; integrando y participando directamente 
los Jueces de Garantías Penales. 
 
 Perfeccionar el sistema judicial y penal, con el fin de sancionar con celeridad las 
infracciones y delitos; para que según el caso se aplique como alternativa el trabajo 
comunitario, privilegiando en lo posible la mediación en la solución de conflictos; 
la transformación del sistema penal depende de la voluntad política.   
 
 Proteger adecuadamente a la víctima, asistiéndole y garantizándole sus derechos e 
informándole de la marcha del proceso investigativo. 
 
 Establecer un modelo de Política Criminal democrático y racional, fundamentado 
en los principios de Legalidad y respeto a la dignidad y los Derechos Humanos. 
 
 
     Sobre estas acciones, se puede decir que en el país, la formulación y aplicación de la 
política criminal en contra del fenómeno delictivo no cuenta con medidas coherentes, 
sostenibles y eficientes para enfrentarla; no existe una política criminal claramente 
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definida, para abordar y prevenir la criminalidad y violencia que genera en la sociedad, 
más bien se halla vinculada a intereses políticos o personales, que a la búsqueda de 
soluciones socialmente eficientes que beneficien y promuevan el desarrollo y mejora de las 
condiciones de vida de los ciudadanos de este país, en el campo de la seguridad pública y 
las garantías constitucionales. 
 
 
10. LA PRISIÓN O CÁRCEL 
 
 
     La privación de libertad en una cárcel o prisión constituye un cambio brusco en la vida 
de una persona, sea esta culpable o no de un delito o infracción; el ingreso y permanencia 
constituye desde un principio la privación obligada de sus necesidades y derechos básicos, 
la separación de sus relaciones y actividades sociales más intimas, quedando a merced de 
sus temores que marcan la fragilidad del ser humano en un lugar distinto al habitual, donde 
el peligro y la humillación constante le incita a defender su vida e integridad personal a 
costa de todo; porqué estar preso significa entrar en un proceso de aislamiento brusco y 
progresivo, que le conduce forzosamente a la desidia, desocupación y drogadicción; 
caminos de la nueva forma de vida que se genera en el interior de las cárceles, y a la que el 
individuo como recluso debe involuntariamente adaptarse y permanecer por el tiempo que 
dure la sentencia impuesta. 
 
 
     Se puede definir a una prisión o cárcel como un lugar de reclusión que aloja a quienes 
han sido acusados o condenados por el sistema judicial por transgredir las normas legales 
al cometer un delito.  
 
Guillermo Cabanellas define al término cárcel como: 
 
     “El edificio público destinado a la custodia y seguridad de los detenidos o presos. I Local 
dedicado al cumplimiento de condenas leves de privación de libertad.” (CABANELLAS DE 
TORRES, 2007, pág. 62) 
 
 
24 
     En cambio el termino prisión lo define como: “Cárcel u otro establecimiento penitenciario 
donde se encuentran los privados de libertad; ya sea como detenidos, procesados o 
condenados”(CABANELLAS DE TORRES, 2007, pág. 320) 
 
 
     Prisión. DER. Pena de privación de libertad, inferior a la de reclusión y superior a la de 
arresto. Cárcel o lugar donde se encierra y asegura a los presos (LAROUSSE, 2009) . 
 
 
     La cárcel y el encarcelamiento suponen para el recluso la pérdida de sus derechos y de 
su autonomía, ambiente que le induce a un proceso de asimilación de nuevos valores y 
costumbres de la cárcel; porque la cárcel o prisión a pesar de ser una respuesta penal 
inevitable, y que sirve para castigar a la persona que a cometido un delito, es un agente de 
inadaptación social por la violencia institucional que esta representa, ya que la cárcel no 
cumple la función que teóricamente debería cumplir, como es la resocialización y 
reinserción del individuo a la sociedad. 
 
 
11. LA PRISIONIZACIÓN 
 
     Luego del Proceso Judicial y la sentencia impuesta a la persona que ha infringido la ley 
penal, el ingreso de esta persona a una prisión supone un aislamiento paulatino, 
principalmente en las áreas familiar y social, y de acuerdo al tiempo de permanencia en 
estos Centros de privación de libertad, esto le va ocasionando un quebrantamiento en su 
autoestima e identidad personal; se suma a esto la vigilancia y control de sus actuaciones 
por los funcionarios de la prisión, invadiendo así su intimidad; y en caso de una actuación 
supuestamente negativa, es corregido por un sistema de normas que enmascaran la 
humillación al ser humano, y que le exigen una sumisión permanente. Como consecuencia 
de ello, desarrolla a manera de mecanismos de defensa su propio código de normas y 
valores que le permitan sobrellevar el encierro. 
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     Dentro de este proceso de culturización del sistema penitenciario que se denomina 
técnicamente “Prisionización”, pueden ocurrir en el interior de los Centros carcelarios un 
sinnúmero de situaciones que determinaran la sobrevivencia o no del recluso. Este proceso 
inicia con el ingreso del recluso a la prisión, donde va asumiendo poco a poco el rol del 
grupo al que le toca pertenecer (los internos), y donde va a desarrollar nuevas formas de 
vivir (comer, vestirse, dormir, trabajar, comunicarse, etc), y aceptar obligadamente las 
costumbres y valores de la comunidad de presos; es decir que el sujeto va asimilando la 
cultura de la prisión, y desarrollando hábitos, prácticas y costumbres como consecuencia 
de la permanencia prolongada en el Centro penitenciario, es válida la expresión de 
Valverde quien lo simplifica y dice: “el preso no sólo vive en la prisión sino que vive la 
prisión”, lo que determina el efecto silencioso de la prisión. 
 
 
     Este fenómeno que se produce en los privados de su libertad que tienen la certeza del 
tiempo que permanecerán en la prisión, también se da en los sujetos que todavía se 
encuentran procesados, ya que a más de estar privados de su libertad, se encuentran 
sometidos a un profundo estado de incertidumbre, porque no saben con certeza el tiempo 
que permanecerán en prisión, porque los procesos tienden a prolongarse indefinidamente 
en el tiempo, lo que se constituye en una pena anticipada de quien en realidad se presume 
inocente, situación que se vive diariamente y que no ha sido tratado ni tomado en cuenta en 
la política pública penitenciaria. 
 
 
     Es importante indicar que las consecuencias o secuelas de la privación de libertad son 
principalmente de tipo psicológico, las que tienen lugar durante el tiempo de 
encarcelamiento como también en su posterior vida en libertad, ya que los cambios 
anímico y mental son mucho más trascendentes. Por lo tanto, cuanto más se oriente la 
prisión a la mera retención y custodia, y no a la rehabilitación y reinserción social, habrá 
mayor probabilidad de altos niveles de prisionización. 
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11.1. DEFINICIÓN 
 
 
     Este fenómeno ha sido estudiado a lo largo del tiempo por muchos investigadores y se 
le ha denominado de diferentes maneras entre ellas “carcelazo”, efecto de prisionización, 
prisionalización e incluso se ha descrito como un proceso de duelo por la pérdida de la 
libertad. 
 
 
     El término prisionización fue creado por Clemmer (1940), para describir la repercusión 
de la subcultura carcelaria en todas las personas que están en prisión (presos y 
funcionarios); definió la prisionización como: 
 
      “El proceso de adopción de los usos, costumbres, valores, normas y cultura general de la 
prisión, es decir, la asimilación o interiorización de la subcultura carcelaria”. (CLEMMER, 2013, 
pág. 353. Cap V). 
 
     En síntesis se puede decir que Prisionización es el conjunto de efectos de la prisión 
sobre la humanidad del preso.  
 
 
11.2. CAUSAS Y CONSECUENCIAS DE LA PRISIONIZACIÓN 
 
 
     Durante la investigación de esta temática se ha podido observar que el sistema 
penitenciario tiene muchas falencias que afectan directamente no solo a las personas 
privadas de libertad, sino también a los familiares y funcionarios de las cárceles o 
prisiones, los que también sufren las consecuencias del ambiente carcelario, al que el 
gobierno de turno poco o nada ha hecho por el bienestar y convivencia de los privados de 
libertad dentro del marco de la prevención, recuperación, tratamiento y rehabilitación de 
los efectos físicos y psíquicos que se desarrollan en los privados de libertad al pasar parte 
de su vida en prisión; efectos que son duraderos y claramente visibles en sus rostros y su 
comportamiento, lo que demuestra el verdadero poder que ejerce la pena y el 
encarcelamiento como formas de castigo. 
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     En razón de que la cárcel transforma negativamente la vida de las personas privadas de 
libertad, esta transformación tiene algunas causas y consecuencias como son:  
 
 
11.2.1. CAUSAS 
 
     Infraestructura.El deterioro físico y las condiciones de insalubridad en que se 
encuentran la mayoría de los Centros de Rehabilitación Social del país, representa un 
atentado a la dignidad y los derechos humanos del hombre, no hay espacio físico suficiente 
para talleres de capacitación, recreación y una convivencia armónica y normal; en las 
celdas de una área aproximada de tres por cuatro metros cuadrados conviven entre seis, 
ocho o más detenidos, donde a más de comer, dormir y recibir a sus visitas, hacen sus 
necesidades fisiológicas, lo que hace imposible una convivencia armónica y la aplicación 
de las alternativas establecidas para el tratamiento de los reclusos. 
 
 
     Hacinamiento. El Diccionario Encarta define hacinamiento como: “Amontonar, 
acumular, juntar sin orden”(ENCARTA, Enciclopedia, 2009). 
 
 
     Los altos niveles de hacinamiento o sobrepoblación determinan tanto para el 
funcionario como para el privado de libertad, un ambiente institucional insoportable, por la  
tensión emocional y violencia que genera entre las personas privadas de la libertad, como 
acciones colectivas de protesta ante la falta de espacios físicos para desenvolverse 
adecuadamente. Por otro lado el aumento de las penas de 16 a 25 años en determinados 
delitos y su acumulación hasta los 35 años, ha provocado que ingresen al sistema 
carcelario más personas de las que salen, en especial por delitos de drogas, provocando 
mayor hacinamiento y serias dificultades para la custodia y vigilancia. 
 
 
     La Alimentación. El presupuesto que la Institución penitenciaria provee para las tres 
comidas diarias de cada recluso es de dos dólares diarios; dicha alimentación que es 
preparada por los mismos reclusos es insuficiente en calidad y cantidad, razón está por lo 
que la mayoría de los reclusos sufren de un gran déficit nutricional, lo que les afecta en su 
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salud física y psicológica, siendo este el motivo, y que se ha hecho costumbre para que 
diariamente sus familiares les lleven alimento adicional para suplir dicha deficiencia; 
aquellos que no pueden contar con la familia o amigos que les proporcionen alimento 
extra, tienen que aceptar lo que la institución les proporciona o buscar otras formas de 
supervivencia para suplir esta necesidad. 
 
 
     Atención médica (física y mental). La salud física y mental de los detenidos en los 
CRS es deficiente por que no tienen los suficientes recursos técnicos y materiales para la 
atención médica; en caso de una emergencia que requiera de un especialista, la salida a un 
hospital demanda de permisos, los que por situación burocrática y de “seguridad” se 
demoran mucho tiempo en tramitarse, lo que ocasiona el agravamiento del paciente y en 
ocasiones la muerte; esto da a entender que valoran más la seguridad penitenciaria que la 
vida del recluso como persona. En el campo mental, siendo el área de salud más 
importante durante el encierro, la atención y tratamiento es limitado, por la falta de 
espacios físicos y de profesionales en el campo de la salud mental para la realización de 
esta función.  
 
 
     Seguridad y Vigilancia. El cuerpo de seguridad y vigilancia, cuya función principal es 
la custodia de los privados de libertad en los centros carcelarios, asume un poder represivo 
sobre los privados de libertad, a través del maltrato físico y psicológico como mecanismo 
de control, lo que atenta a la dignidad y los Derechos Humanos del detenido, provocando 
en muchos de ellos serios trastornos físicos y mentales perdurables, ante ello el Ministerio 
de Justicia no ha hecho nada para detener el abuso que el personal de seguridad y 
vigilancia adopta en el ejercicio de sus funciones, ni tampoco se ha preocupado de 
brindarles capacitación permanentes en el campo del respeto a los Derechos Humanos. 
Situación esta que genera en el privado de libertad una tortura psicológica, porque se siente 
perseguido, atemorizado y vigilado permanente, sin poder desenvolverse libremente.   
 
 
     Actividades laborales y educativas. Debido a la falta de espacios físicos y de personal 
técnico para la formación y capacitación profesional a los privados de libertad en las áreas 
laboral, educativa y desarrollo personal, no ha podido cumplirse con el propósito 
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resocializador; son pocos los privados de libertad que en ocasiones participan en 
actividades de formación y capacitación, esto sucede cuando alguna organización 
(SECAP) dedica parte de su tiempo a dictar un curso determinado, y el resto pasa el tiempo 
en actividades de ocio (deporte, consumo de drogas, dormir, trabajo artesanal, etc.). 
Algunas actividades de formación son realizadas por los mismos detenidos o personas 
ajenos a la institución penitenciaria, quienes no tienen autoridad sobre el detenido ni 
tampoco cuentan con la formación técnica necesaria para desarrollar su labor en dicho 
ámbito. 
 
 
11.2.2. CONSECUENCIAS 
 
     La privación de libertad provoca un cambio en la vida del detenido y su entorno, este 
cambio involucra directa o indirectamente la separación y privación involuntaria de las 
relaciones y actividades con la familia, con el trabajo, con los amigos, con sus actividades 
personales, etc, por el tiempo de permanencia en un centro carcelario, donde los efectos de 
la prisionización se incrementan por esta separación, causando serias consecuencias o 
secuelas en las tres áreas vitales del ser humanos como son: Biológica, Psicológica y 
Social. 
 
 
     Consecuencias Biológicas: El encierro permanente va a provocar en el detenido 
problemas de salud física y mental, desnutrición, deterioro de la imagen personal, 
problemas para conciliar el sueño y privación sexual, cuyos efectos dejaran una huella 
permanente en el sujeto que tendrá que sobrellevar toda la vida. 
 
 
     Consecuencias Psicológica: Siendo el área más vulnerable del ser humano, el encierro 
provoca en el detenido una sintomatología psicológica caracterizada por pérdida de la 
autoestima, estados de ansiedad y depresión por las preocupaciones de la vida en la cárcel, 
sensación de vacío y desmotivación por la monotonía que tiene que vivir, sentimiento de 
rechazo e indefensión por el delito cometido, dependencia familiar y principalmente 
institucional por varias de sus necesidades que tienen que ser satisfechas por este 
organismo, se suma a ello el consumo de drogas como medio de evasión de la realidad que 
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le toca vivir, lo que puede generar o intensificar una adicción a dichas sustancias, 
perdiendo por ello el sentido de vida que puede llevarle al suicidio. 
 
 
     Consecuencias Sociales: El encierro provoca en el recluso un resentimiento social por 
la separación familiar, laboral y de todas las actividades sociales que tenía, adopta un 
comportamiento ambivalente hacia la autoridad (oposición o sumisión) por las reglas y 
normas a las que tiene que someterse; la convivencia con personas de distintos caracteres y 
formas de ser, le induce a la desconfianza y soledad, lo que le obliga a desarrollar un 
comportamiento defensivo permanente. Ya en libertad, el sujeto presentara dificultades 
para reintegrarse a la vida social y laboral, por el estigma que se ha formado frente a la 
sociedad, la que no le brinda la oportunidad para mejorar, y le impulsa a vivir y 
comportarse conforme a dicha imagen para sobrevivir. 
 
 
     Estas consecuencias son caldo de cultivo para el desarrollo de enfermedades físicas y 
mentales en las personas privadas de libertad, quienes son sometidas a toda clase de 
ofensas por el hecho de estar detenidas; situación esta que también afecta de manera 
directa a los familiares de los detenidos en los días de visita; problemática a la que las 
autoridades responsables de la Política Penitenciaria no han encontrado la solución 
apropiada para el mejor funcionamiento de estos Centros, mal llamados de Rehabilitación 
Social.      
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CAPÍTULO II 
 
 
2. SISTEMA PENITENCIARIO 
 
 
     Considerando que el Sistema Penitenciario forma parte del proceso penal, es importante 
indicar que este sistema visto como una institución predominantemente terapéutica, según 
el nuevo marco legal y el objetivo que persigue, debería obligadamente formar y capacitar 
al privado de libertad y proveerlo de las herramientas necesarias para que regrese a la 
sociedad como un individuo productivo y respetuoso de la ley, realidad esta que no se da, 
más bien se lo ve como un instrumento punitivo de control social, no solo para la 
delincuencia, sino también para todas las personas que tienen un pensamiento contrario a 
los intereses del régimen, presuponiendo así una actitud normalizadora, que a través de la 
ley impone las condiciones para actuar.  
 
 
     Como es de conocimiento público, el sistema penitenciario ecuatoriano desde décadas 
atrás atraviesa por una severa crisis en todos los ámbitos de su organización; es por ello 
que el 6 de julio del 2007, mediante Decreto Ejecutivo 441, publicado en el (R.0. 121), el 
Presidente de la República Economista Rafael Correa Delgado decreta: “el Estado de 
Emergencia del Sistema Penitenciario Nacional” y dispone que se regulen todos los procesos 
y aspectos que tienen relación con el régimen progresivo del tratamiento; sistema que 
busca incentivar la rehabilitación integral de las personas privadas de libertad a través del 
cumplimiento de metas para avanzar progresivamente a regímenes con mayor nivel de 
libertad; este sistema es propuesto por primera vez en el Código de Ejecución de Penas y 
Rehabilitación Social reformado en el 2009; el actual gobierno con su política penitenciaria 
a propuesto el Modelo de Atención Integral a Personas Privadas de Libertad (PPL) que 
incluye y promociona varios ámbitos, entres ellos están: La educación, la cultura, la 
profesionalización penitenciaria, el trabajo y productividad, la salud y el mantenimiento de 
los vínculos familiares; propuestas que no se han puesto en marcha hasta la actualidad, ya 
que las políticas penitenciarias se han centrado más en la construcción de los nuevos 
centros carcelarios, que en brindar a los privados de libertad la oportunidad de tener una 
nueva forma de vida a través de la formación y capacitación profesional en áreas que le 
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permitan un crecimiento y desarrollo personal y profesional acorde a las necesidades y 
exigencias actuales; situación esta que también a afectado al personal técnico y 
profesional, el mismo que por iniciativa propia, pese a las limitaciones a buscado cumplir 
con su función técnica, pero no con lo que dispone la Constitución Política, el Código de 
Ejecución de Penas y Rehabilitación Social, y las Reglas Mínimas para el Tratamiento de 
los Reclusos, que es el tratamiento integral de las personas privadas de libertad, para 
reinsertarlas a la sociedad de manera productiva.  
 
 
     Consciente de esta realidad, el gobierno actual a través de las acciones del Ministerio de 
Justicia, Derechos Humanos y Cultos ha plasmado desde el año 2011 en su política pública 
un proyecto de mejora del sistema penitenciario, denominado “Ejes de Transformación del 
Sistema Penitenciario”(DEFENSORÍA PÚBLICA DEL ECUADOR, 2012), a través del 
cual ha implantado una política de reestructuración física del Sistema Penitenciario con la 
construcción de nuevos CRS (Regional 8 en Guayaquil y Latacunga), con la finalidad de 
descongestionar las cárceles de Quito y Guayaquil, pero estas no tiene todos los servicios 
básicos necesarios para satisfacer las necesidades de las PPL, ni para cumplir con lo que 
determina el Código de Ejecución de Penas y Rehabilitación Social, en los artículos 10 y 
11, que establece la individualización de las penas y del tratamiento, cuyo objetivo es: 
 
 “La rehabilitación integral de los internos, proyectada hacia su reincorporación a la sociedad, y 
a la prevención de la reincidencia y habitualidad, con miras a obtener la disminución de la 
delincuencia”(DIRECCIÓN NACIONAL DE ASESORÍA JURÍDICA DE LA PGE, 2009, 
pág. 4);  
 
 
     Lo que demuestra que estas acciones en realidad están dirigidas más hacia el control de 
las personas, que hacia acciones de recuperación, rehabilitación y reinserción social, 
porque en dichas políticas solo se expresan los términos, más no quién es responsable de 
ponerlos en práctica, ni la forma como se va ha evaluar y calificar la consecución o no de 
estos objetivos.      
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     Otro de los puntos que trata los “Ejes de Transformación del Sistema Penitenciario”, es 
el diseño de un Modelo de Atención Integral a las Personas Privadas de Libertad (PPL), a 
través del cual promociona y protege los Derechos Humanos de los detenidos, donde 
incluye el acceso de las personas privadas de libertad a la salud física y mental, al trabajo, 
a la educación, cultura y deporte, a la convivencia y preservación del vínculo familiar, 
acciones que todavía no se han puesto en práctica, pero que constan en las Reglas Mínimas 
para el Tratamiento de los Reclusos desde el año 1955 que fueron adoptadas por el Primer 
Congreso de las Naciones Unidas para la Prevención del Delito y Tratamiento del 
Delincuente. 
 
 
     Dentro de esta transformación esta también la individualización del tratamiento del 
privado de libertad con sentencia condenatoria ejecutoriada, a través del cual un equipo 
interdisciplinario aplicara todos los medios y métodos disponibles para lograr la 
recuperación y rehabilitación integral de la PPL en sus diferentes fases del tratamiento, 
para reincorporarlo a la familia y a la sociedad, se incluye en esta política el 
acompañamiento pos carcelario, el mismo que no tiene tiempo de observación y 
evaluación; estas expresiones se contraponen con la realidad penitenciaria, ya que la falta 
de estructuras físicas como de recursos humanos y profesionales idóneos en los CRS hacen 
imposible que se cumpla con estos propósitos, peor aún con el seguimiento pos carcelario, 
fase que requiere de métodos óptimos que determinen la eficacia o no de la aplicabilidad 
del modelo propuesto.  
 
 
2.1. DEFINICIÓN 
 
     Se define al Sistema penitenciario como: 
 
      “La organización creada por el Estado para la ejecución de las sanciones penas 
(penas o medidas de seguridad) que importan privación o restricción de la libertad 
individual como condición sin la cual no es posible para su efectividad”.(Wikipedia, 2012) 
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En cambio, la enciclopedia Salvat indica que sistema penitenciario es el:   
      “Conjunto de principios que se aplican para lograr la mayor eficacia posible en el 
cumplimiento de las penas privativas de la libertad”. ("Sistema Penitenciario", 2009, pág. 
4761 Tomo 12) 
 
     Según estas definiciones, el sistema penitenciario es la institución que tiene el objetivo 
de hacer cumplir la pena privativa de libertad, impuesta por la autoridad competente a 
todos aquellos individuos que han quebrantado las normas de convivencia social; para que 
a través de acciones, procedimientos y normas disciplinarias definidas por el ente 
regulador de la política penitenciaria, y que llevadas a la práctica se dé el tratamiento y 
rehabilitación necesaria a los detenidos, a fin de lograr una adecuada reinserción social y 
prevención del delito.  
 
 
     Es importante considerar que este Sistema, a más de ser un instrumento de control 
social, es un medio predominantemente terapéutico y de tratamiento, si se utiliza el período 
de privación de libertad para lograr, en lo posible, modificar el comportamiento de los 
privados de libertad, a través de la aplicación de medidas alternativas que le permitan 
desarrollar habilidades sociales para una convivencia armónica en la sociedad, procurado 
de esta manera que no vuelva a delinquir. 
 
 
3. ORGANISMOS QUE RIGEN EL SISTEMA PENITENCIARIO EN EL 
ECUADOR 
 
 
     El Sistema Penitenciario es la institución creada por el poder Ejecutivo, a través de la 
emisión de Políticas Públicas en el campo penitenciario, cuyo objetivo es satisfacer la 
necesidad de protección y seguridad a la sociedad mediante el cumplimiento de la pena o 
sentencia impuesta por el Juez competente al infractor de la ley penal, esta entidad tiene 
sus políticas de organización emanadas por el Ejecutivo, las mismas que se encuentran 
estructuradas en Códigos y Reglamentos establecidos para su correcta aplicación.    
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     Según el Código de Ejecución de Penas y Rehabilitación social, la estructura del 
Sistema Penitenciario está constituida por el Consejo Nacional de Rehabilitación Social, la 
Dirección Nacional de Rehabilitación Social y los Centros de Rehabilitación Social; 
organismos que según el artículo 2 de este Código, “son los encargados de la aplicación 
de esta ley” para el manejo de este sistema.  
 
 
     El Código Orgánico Penal Integral determina a los organismos encargados de la 
aplicación de la ley, a través de una nueva figura institucional como es el Sistema Nacional 
de Rehabilitación Social, Medidas Cautelares Personales, Medidas Socioeducativas y de 
sus Órganos que lo componen, tales como: autoridades, funcionarios, instituciones, 
políticas, procesos, etc; los mismas que se interrelacionan e interactúan de manera 
armónica e integral, para hacer cumplir las penas y medidas cautelares personales 
impuestas en un proceso penal por juez competente al infractor de la ley penal.  
 
 
     La finalidad de este nuevo sistema es la organización e integración con otras 
instituciones públicas, necesarias para el correcto funcionamiento de los centros de 
rehabilitación social, donde se garantice la protección y respeto a los derechos humanos de 
las personas privadas de libertad, y el cumplimiento de los propósitos del sistema 
contemplados en los Ejes de la Transformación del Sistema de Rehabilitación Social.  
 
 
3.1 CONSEJO NACIONAL DE REHABILITACIÓN SOCIAL 
 
 
     Según el artículo 3 del Código de Ejecución de Penas y Rehabilitación Social, el 
Consejo Nacional de Rehabilitación Social es el organismo encargado de definir la política 
penitenciaria, relacionada al campo de la rehabilitación social y la correcta administración 
de los Centros de Rehabilitación Social; funciona como una persona jurídica de derecho 
público, con autonomía técnica, administrativa y financiera, y con sujeción a una política 
nacional de rehabilitación social de los internos, estará representado por un Presidente.  
 
36 
     Este organismo, actualmente está integrado por los siguientes miembros con derecho a 
voto:  
 
1. El Ministro de Justicia, Derechos Humanos y Cultos o su delegado, quien lo presidirá y 
tendrá voto dirimente. 
2. El Ministro de Salud o su delegado  
3. El Ministro de Trabajo o su delegado  
4. El Ministro de Educación o su delegado  
5. El Defensor del Pueblo o su delegado  
 
 
     Son miembros con derecho a voz únicamente, el delegado del Ministerio Público y el 
delegado de la Función Judicial. 
 
 
     El artículo 5 de este Código determina las atribuciones y deberes del Consejo Nacional 
de Rehabilitación Social, donde se demuestra claramente que este organismos es mas 
administrativo que técnico, porque no existe dentro de sus políticas algún literal que dé a 
conocer cuáles son los procesos de rehabilitación y reinserción social para los privados de 
libertad, a pesar de que una de las principales atribuciones es la que contiene el literal a) 
que es la de definir y establecer la política penitenciaria del Estado, la que debería ser 
analizada y reformada conscientemente no solo en favor de los privados de libertad en los 
procesos de rehabilitación y reinserción social, sino también para la seguridad pública que 
la ciudadanía requiere. 
 
 
     El Código Orgánico Penal Integral incluye al Ministro encargado de los asuntos de 
deporte o su delegado, al Ministro encargado de los asuntos de cultura o su delegado, y al 
Ministro encargado de los asuntos de inclusión económica y social o su delegado; todos 
estos organismos tendrán como objetivo la determinación de las políticas de atención 
integral a las personas privadas de libertad y su cumplimiento eficaz.  
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3.2 DIRECCIÓN NACIONAL DE REHABILITACIÓN SOCIAL 
 
 
     La Dirección Nacional de Rehabilitación Social es la unidad ejecutiva de la política 
penitenciaria, para el cumplimiento de sus objetivos, cuenta con los departamentos 
necesarios, cuya integración y funciones se determinan en el Reglamento General. Esta 
institución está dirigida por el Director Nacional de Rehabilitación Social, quien es 
designado por el Consejo Nacional de Rehabilitación Social, y durará cuatro años en sus 
funciones. 
 
 
     Para ser Director Nacional de Rehabilitación Social, según el artículo 8 del Código de 
Ejecución de Penas y Rehabilitación Social se requiere entre los requisitos: 
 
     “Tener preparación y experiencia debidamente calificados, en funciones 
administrativas dentro de instituciones penitenciarias o título de criminólogo, 
administrador penitenciario o afín, otorgado por un instituto de educación superior, con 
experiencia mínima de cinco años en la materia”(DIRECCIÓN NACIONAL DE ASESORÍA 
JURÍDICA DE LA PGE, 2009, pág. 3) 
 
 
     Normativa que por situaciones políticas no se ha tomado en cuenta, y han designado 
como directores a personas que desconocen el manejo administrativo y técnico de esta 
institución, provocando serios actos de corrupción y apatía para su desarrollo, ocasionando 
un estancamiento y desinterés en la consecución del objetivo que pretende el sistema 
penitenciario ecuatoriano, que es la rehabilitación integral de los privados de libertad.  
 
 
     Estas situaciones han obligado a que el gobierno actual, mediante Decreto Ejecutivo Nº 
585, publicado en el R.O. Nº 348 del 24 de Diciembre del 2010 disponga que: “sea el 
Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos (MJDHC) la institución que se 
encargue de la administración del sistema de rehabilitación social a nivel 
nacional”(LASCANO, 2011, pág. 60); es decir, la Dirección Nacional de Rehabilitación 
38 
Social fue absorbida por el Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos, ypasó a 
depender de dicha cartera de Estado, quien en la actualidad ejerce la política penitenciaria.  
 
 
3.3 CENTROS DE REHABILITACIÓN SOCIAL 
 
     El artículo 18 del Código de Ejecución de Penas y Rehabilitación Social denomina: 
"Centros de rehabilitación social" a las penitenciarías y cárceles creadas para el 
cumplimiento del régimen penitenciario que establece esta ley; en la actualidad existen a 
nivel nacional 44 cárceles, estas son las instituciones que a través del personal técnico y 
administrativo están obligadas a crear y poner en marcha las políticas de rehabilitación 
social integral para los privados de libertad propuestas por el régimen.  
 
 
     La dirección, administración y funcionamiento de los centros de rehabilitación social, 
están a cargo de un director, quien también debería tener preparación y experiencia 
debidamente calificadas; requisitos que no son tomados en cuenta para su elección, esto 
hace que dicha administración sea designada políticamente a personas que no tienen la 
experiencia debida para el manejo de estos establecimientos, lo que provoca serias 
dificultades en el desarrollo de su gestión. 
 
 
     Según el artículo 19 de este Código, en los Centros de Rehabilitación Social, el régimen 
interno comprende los siguientes períodos:  
 
1. Internación para el estudio criminológico y clasificación delincuencial. 
2. Rebajas 
3. Prelibertad 
4. Libertad controlada 
5. Ubicación poblacional tratamiento. 
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Estos períodos comprenden: 
 
1. Internación para el estudio criminológico y clasificación delincuencial. 
 
     Permitirá determinar las causas y circunstancias que incitaron al cometimiento del 
delito, la personalidad del delincuente y su posterior clasificación para ubicarlo en un 
Centro de máxima, mínima o mediana peligrosidad para su detención. 
 
 
2. Rebajas 
 
     La concesión de rebajas de pena se lo hace sobre un sistema de méritos, como resultado 
de las buenas acciones que hacen y demuestra el privado de libertad durante su 
internamiento, esto permite evaluar la conducta, disciplina y colaboración que manifiesta 
en el proceso de rehabilitación.  
 
 
     La reducción de penas podrá concederse hasta por un máximo del 50% de la pena 
impuesta al detenido y no procederá cuando los internos hayan sido sentenciados por 
plagio, asesinato, delitos sexuales, trata de personas, o por crímenes de genocidio, de lesa 
humanidad, de guerra, de agresión, determinados en el Estatuto de Roma de la Corte Penal 
Internacional 
 
 
3. Prelibertad 
 
     La fase de prelibertad es la parte del tratamiento en la que el interno que ha cumplido 
las dos quintas partes de la pena y los requisitos establecidos en el sistema progresivo 
puede acogerse a este beneficio, y desarrollar sus actividades licitas (trabajo, estudio) fuera 
del centro de rehabilitación social y controladas por el régimen, conforme al reglamento 
establecido.  
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4. Libertad controlada 
 
     La libertad controlada es la fase del tratamiento mediante la cual el interno convive y 
realiza sus actividades licitas en su medio natural y bajo la supervisión y control del 
régimen establecido; para hacerse acreedor a esta fase de libertad controlada, el interno 
deberá haber cumplido las tres quintas partes de la pena impuesta. 
 
 
     Esta fase será concedida o revocada por las juezas o jueces de garantías penitenciarias, 
siempre que cumpla o no los requisitos exigidos en esta Ley y en su reglamento. 
 
 
5. Ubicación poblacional tratamiento. 
 
     Se lo realizará mediante el sistema de progresión, y de acuerdo al interés y participación 
que el detenido tenga en su proceso de rehabilitación, el mismo que será evaluado 
continuamente para determinar los meritos o deméritos de sus acciones.      
 
 
     Es importante aclarar que los periodos de este régimen interno no se cumplen en su 
conjunto, por cuanto no existe el personal técnico profesional necesario, ni la estructura 
física apropiada para poner en práctica lo que promulga esta norma, siendo esta una más de 
las falencias que impiden alcanzar el objetivo del sistema, que es la rehabilitación y 
reinserción social del privado de libertad.     
 
 
     El Código Orgánico Penal Integral, en su Art. 687 manifiesta que: “la dirección, 
administración y funcionamiento de los centros de privación de libertad estará a cargo de la 
autoridad competente designada”(R.O.Nº 180, pág. 186) 
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4. CLASIFICACIÓN DE LOS CENTROS DE REHABILITACIÓN SOCIAL 
 
 
     El Código de Ejecución de Penas y Rehabilitación Social, en su Art. 20 del Capítulo II 
de la Clasificación de los Centros de Rehabilitación Social, establece la clasificación de los 
Centros de Rehabilitación Social, lugares donde luego de haberles realizado el estudio 
criminológico y su correspondiente clasificación delictiva, y de acuerdo con esta Ley y sus 
reglamentos, se ubicará a las personas privadas de libertad en uno de los siguientes centros 
de rehabilitación social: De seguridad máxima, de seguridad media, de seguridad mínima, 
y establecimientos especiales. 
 
 
     El Código Orgánico IntegralPenal determina que la ubicación poblacional y el 
tratamiento de las personas privadas de libertad en los centros de rehabilitación social, se 
regirá por el sistema de progresividad, considerando los diferentes regímenes de seguridad 
de conformidad a esta Ley y el reglamento respectivo. El sistema de progresividad es un 
proceso técnico administrativo a través del cual una persona privada de libertad asciende o 
desciende de un régimen de ejecución de pena a otro, y de una fase del régimen de 
rehabilitación social a otra, en razón del cumplimiento o incumplimiento del plan de vida 
personalizado, de los requisitos establecidos en el reglamento respectivo y del respeto a las 
normas disciplinarias. 
 
     Los regímenes de seguridad serán los siguientes: 
 
 
     De seguridad máxima, en los cuales primará el aislamiento, la disciplina y la custodia. 
La distribución de los internos se efectuará en grupos no mayores de veinte personas, y el 
tratamiento, según indica se realizará mediante el sistema de progresión, donde se 
implantará y se tomará en cuenta los siguientes puntos: 
a) La disciplina, fundamentada en el aislamiento nocturno individual, con horarios fijos, 
descanso reglamentado y comunicación indirecta.  
b) La educación, mediante la alfabetización y escolaridad obligatoria reglamentada y la 
educación física obligatoria.  
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c) El trabajo común reglamentado, que se realizará en grupos no mayores de veinte 
personas;  
d) La salud integral, el aislamiento preventivo y el tratamiento permanente. 
 
 
     De seguridad media, en los cuales primará el trabajo y la educación. La distribución de 
los internos se efectuará en grupos no mayores de cien personas, el tratamiento se realizará 
mediante el sistema de progresión, y se tomará en cuenta los siguientes puntos: 
 
 
a) La disciplina, basada en el aislamiento nocturno por grupos homogéneos, con horarios, 
descansos y visitas reglamentados 
b) La educación, por medio de la escolaridad obligatoria, opciones educativas, cultura 
física e instrucción general 
c) El trabajo obligatorio y reglamentado, con capacitación laboral. 
d) La salud integral y el tratamiento permanente. 
 
 
     De seguridad mínima, en los cuales primará el trabajo y la educación autocontrolados. 
La distribución de los internos se realizará en grupos homogéneos no mayores de diez 
personas. En este nivel se organizarán y funcionarán las fases de prelibertad y libertad 
controlada en cualquiera de sus formas, y en el tratamiento se tomará en cuenta los 
siguientes puntos: 
 
 
a) La disciplina, fundamentada en la convivencia en grupos afines sin aislamiento, con 
horarios y descansos auto establecidos y supervisados, salidas reglamentadas y evaluadas. 
b) La educación, que será técnica, secundaria y superior, con cursos de especialización. 
c) El trabajo, que será obligatorio y autorregulado, con promoción laboral y capacitación. 
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d) La salud integral, la evaluación en el nivel de adaptación individual, familiar y 
colectiva. 
 
 
     Los establecimientos especiales para los imputados, acusados y contraventores, a 
quienes se les proporcionará la asistencia especial correspondiente, sin perjuicio de que, en 
atención al grado de peligrosidad del detenido, y a criterio del departamento 
correspondiente del centro de rehabilitación social, se lo ubique, provisionalmente en un 
lugar apropiado, proporcionándole, además un tratamiento acorde a su situación. 
 
 
     La clasificación de los Centros de Rehabilitación Social en nuestro país no está bien 
determinada, porque debido a la falta de infraestructura física no se sabe exactamente 
cuáles son los Centros de máxima, media y mínima seguridad y/o peligrosidad, de la 
misma manera sucede con la clasificación y ubicación poblacional, debido a que no se 
hace el correspondiente estudio criminológico y la clasificación delictiva, de manera 
técnica desde el momento que ingresan con la boleta Constitucional de encarcelamiento; 
situación esta que permite que se encuentren dentro de un mismo Centro de Rehabilitación 
Social detenidos de alta, media y mínima peligrosidad, cuyas consecuencias son: 
hacinamiento, enfermedades, organización de bandas delictivas, aumento de la violencia, 
abuso de poder, consumo de drogas, desinterés y desmotivación por la rehabilitación.  
 
 
5. PROPÓSITO DEL SISTEMA PENITENCIARIO SEGÚN LA CONSTITUCIÓN 
DE LA REPUBLICA DEL 2008 
 
     La Constitución de la República del Ecuador, en el artículo 201, del capítulo cuarto, de 
la sección decimotercera, correspondiente a Rehabilitación Social, determina el propósito 
de este sistema, que es: 
 
La rehabilitación integral de las personas sentenciadas penalmente, para reinsertarlas en 
la sociedad, así como la protección de las personas privadas de libertad y la garantía de 
sus derechos; y tendrá como prioridad del desarrollo de sus capacidades para que puedan 
44 
ejercer sus derechos y cumplir sus responsabilidades al recuperar la libertad. (R.O. 449, 
2008, pág. 103).  
 
 
     Para lo cual, el Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos dentro de sus 
acciones, a diseñado el “Modelo de Atención Integral a Personas Privadas de Libertad 
(PPL)”, que promociona y protege sus derechos, este modelo incluye varios aspectos 
como: la Educación, la Cultura, la Profesionalización penitenciaria, el Trabajo y la 
productividad, la Salud y la conservación del Vínculo familiar; es decir que a través de este 
modelo, el sistema penitenciario busca la rehabilitación y reinserción de los reclusos a la 
sociedad, a través del desarrollo de habilidades sociales y personales en el interior de las 
cárceles.  
 
 
     Ante esta propuesta, digna de felicitar, es importante preguntarse ¿Cómo lo van hacer?, 
si las falencias económicas, políticas y estructurales que impiden realizarlas no se han 
superado, como también no se ha superado la pobreza, el desempleo, el abuso de poder, la 
indiferencia, etc; factores que frenan o reprimen la realización personal de un ser humano 
en este mundo globalizado, sumándose a ello la falta de oportunidades, que obligan al 
hombre al cometimiento de una infracción que le llevara a una cárcel o prisión, donde 
conviven hacinadas cientos de personas con la única oportunidad de sobrevivir. 
 
 
6. FUNCIÓN Y OBJETIVO DEL SISTEMA PENITENCIARIO 
 
 
     El sistema penitenciario, a través de las políticas públicas implantadas por el organismo 
rector, tiene como finalidad la rehabilitación integral de las personas sentenciadas 
penalmente, haciendo hincapié en la individualización del tratamiento del privado de 
libertad, quien tendrá que demostrar participación e interés en las diferentes fases y 
regímenes que contempla el sistema progresivo propuesto, si asciende o desciende de un 
régimen de ejecución de pena a otro y de una fase del régimen de rehabilitación social a 
otra, en razón del cumplimiento o incumplimiento de su plan de vida, de los requisitos 
establecidos en el reglamento respectivo y del respeto a las normas disciplinarias; lo que le 
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permitirá ser acreedor a los beneficios o incentivos que el sistema puede otorgarle, para 
que pueda reintegrarse no solo a la sociedad, sino también a su familia; es por ello que para 
la consecución de sus propósitos, tiene establecidos en las normas vigentes su función y 
objetivos a alcanzar.  
 
 
6.1 FUNCIÓN 
 
     El Sistema Penitenciario tiene a su haber dos funciones: la primera, es hacer cumplir la 
pena o condena impuesta por el Tribunal competente al infractor de la ley penal en un 
Centro de Rehabilitación Social; y la segunda, es la rehabilitación y reinserción social del 
recluso, a través de la formación y capacitación profesional, para evitar así la reincidencia 
y habitualidad delictiva.  
 
 
     Sin embargo, las cárceles o penitenciarias en el Ecuador no cumplen su función 
específica, y el trato que reciben las personas recluidas es contrario a los Derechos 
Humanos, ya que en ellas se perfecciona el delito y se reproduce la violencia, por ello se 
las considera como escuela de formación y especialización del delito, es así que la 
reincidencia y la nula reinserción social confirman este dicho; ante ello es necesario que se 
asuma el problema en forma integral, estableciendo una política penitenciaria reflexiva en 
torno a esta problemática, porque también afecta a la población en general, que sufre los 
ataques diarios de la delincuencia.  
 
 
6.2 OBJETIVO 
 
     Desde de la implementación y publicación del Código de Ejecución de Penas y 
Rehabilitación Social en el R. O. No 282 del 09 de julio de 1982, se pude determinar el 
objetivo que persigue el sistema penitenciario, el mismo que se encuentra expresado en el 
literal b) del Art. 1 que es: 
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 “El Tratamiento y rehabilitación integral de los internos, así como su control post- 
carcelario”(DIRECCIÓN NACIONAL DE ASESORÍA JURÍDICA DE LA PGE, 2009) 
 
 
     De la misma manera, la Constitución Política del Ecuador del 2008 en su Art. 201 
manifiesta la finalidad del sistema de rehabilitación social, que es: 
 
 
La rehabilitación integral de las personas sentenciadas penalmente, para reinsertarlas en 
la sociedad, así como la protección de las personas privadas de libertad y la garantía de 
sus derechos, y como prioridad el desarrollo de sus capacidades para que puedan ejercer 
sus derechos y cumplir sus responsabilidades al recuperar la libertad, lo que le permitirá 
una adecuada reinserción social.(R.O. 449, 2008) 
 
 
     Frente a estos objetivos propuestos, la política penitenciaria, como parte de la política 
pública, debe procurar desarrollar alternativas viables para alcanzar dentro del sistema 
penitenciario en general, y la cárcel en particular los objetivos que pretende, para ello 
deberá en primer lugar tener la infraestructura física necesaria para la aplicación de los 
programas de tratamiento, y en segundo lugar deberá tener personal técnico, preparado y 
dispuesto a capacitar y educar al recluso, y proveerlo de las habilidades necesarias para la 
reintegración del individuo a la sociedad como un sujeto productivo y respetuoso de la ley, 
y evitar así la reincidencia y habitualidad delictiva que tanto mal hace diariamente a la 
sociedad; la que demandade los entes gubernamentales la seguridad social necesaria para 
una convivencia tranquila y armónica.    
 
 
7. DERECHOS HUMANOS EN EL SISTEMA PENITENCIARIO 
 
“Las personas detenidas o encarceladas no dejan de ser seres humanos” 
 
 
Los Derechos Humanos, conocidos por las siglas DD.HH: 
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Son el conjunto de prerrogativas inherentes a la naturaleza de la persona, cuya realización efectiva 
resulta indispensable para el desarrollo integral del individuo que vive en una sociedad 
jurídicamente organizada. Estos derechos, establecidos en la Constitución y en las leyes, deben ser 
reconocidos y garantizados por el Estado.(CNDH, 2013). 
 
 
     Los derechos humanos, como resultado de su larga evolución histórica, son 
considerados como derechos universales, se los conoce también como derechos naturales, 
derechos públicos subjetivos, libertades públicas, derechos morales y derechos 
fundamentales; estos derechos: “Por ser inherentes a la dignidad humana y por resultar 
necesarios para el libre desarrollo de la personalidad, suelen ser recogidos por las constituciones 
modernas asignándoles un valor jurídico superior” (ENCARTA,Enciclopedia, 2009). 
 
 
     Los Derechos Humanos proclamados en los instrumentos internacionales a nivel 
mundial, tienen la característica de ser:  
 
“Indivisibles, interdependientes e interrelacionados, progresivos, mejorables o perfectibles; a 
estas características se suman las que la doctrina jurídica actual las reconoce como derechos 
irrenunciables, inalienables e imprescriptibles” (GUZMÁN, 2003, págs. 13, 14). 
 
 
     Tomando en consideración estas características, se puede decir que el respeto, la 
promoción y práctica de los Derechos Humanos en la sociedad, en la cual vive y se 
relaciona el individuo a pesar de su condición socio económica, permitirían la 
realización del ser humano como tal; pero en este mundo materializado, la realidad es 
otra, puesto que ni la misma población que está en libertad pueda alcanzar un bienestar, 
al no tener satisfechas sus necesidades prioritarias (salud, alimentación, vivienda, 
educación, etc), peor aún en el caso de las personas privados de libertad, en los Centros 
de Rehabilitación Social del país, a quienes se les limita el ejercicio de sus derechos, y 
no pueden o no tiene a quien exigir el derecho a la salud, a la educación, al trabajo, a un 
ambiente sano, etc, aún más si no cuentan con recursos económicos que les permita 
sobrellevar el encierro.   
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     Los principales derechos humanos reconocidos en instrumentos internacionales son: 
1. Derecho a la vida. 
2. Derecho a la integridad personal. 
3. Derecho a la libertad personal. 
4. Derecho a la no discriminación e igualdad ante la ley. 
5. Derecho al debido proceso. 
6. Derecho a la libertad de pensamiento y expresión. 
7. Derecho a la honra y buena reputación. 
8. Derecho a la libertad de conciencia y religión. 
9. Derecho a la salud. 
 
 
     Ante ello se puede decir que la falta de respeto y aplicación de los Derechos 
Humanos de las personas privadas de libertad en las cárceles del país ha sido una 
constante, no solo de las autoridades y funcionarios del sistema penitenciario, sino de los 
mismos reclusos que se han aprovechado de su condición para maltratar y aprovecharse 
de los más débiles e indefensos dentro de las cárceles; situación esta que el actual 
gobierno, a través de su política pública en materia penitenciaria quiere cambiar, para 
establecer de manera emergente los ordenamientos legales para el correcto 
funcionamiento de los centros penitenciarios, esto junto con las acciones del Ministerio 
de Justicia, Derechos Humanos y Cultos, órgano encargado de la administración de los 
Centros de privación de libertad y sus políticas, el mismo que ha adoptado el “Modelo 
de Atención Integral a las Personas Privadas de Libertad”, que abarca áreas como la 
Educación, la Cultura, la Profesionalización penitenciaria, el Trabajo y productividad, la 
Salud y el mantenimiento de los Vínculos familiares; lo que se contrapone 
principalmente a la falta de recursos y requerimientos básicos para poder brindar un 
tratamiento optimo y eficaz a todos los detenidos, haciendo hincapié en el respeto y la 
dignidad que como seres humanos se merecen, siendo este un factor importante para que 
el proceso de recuperación, rehabilitación y reinserción social se dé satisfactoriamente.   
 
 
     Entre los factores que atentan directa e indirectamente los Derechos Humanos de los 
detenidos durante su permanencia en los Centros de Rehabilitación Social están: 
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 Las instalaciones donde residen los detenidos son inadecuadas, la falta de sanidad e 
higiene son evidentes, en particular con respecto a las áreas donde funcionan los 
baños y cañerías, lo que pone en riesgo la salud no solo de los detenidos sino 
también de sus familiares o visitas.  
 El hacinamiento o sobrepoblación, es un problema crónico en todas las cárceles del 
país, lo que dificulta la convivencia de los privados de libertad, razón está por lo 
que muchos de ellos tienen que dormir en el suelo, amontonados, porque no hay 
suficientes camas, se encuentran mezclados sentenciados y procesados, a pesar de 
que la Convención Americana de Derechos Humanos manifiesta que “las personas 
acusadas de delitos sean separadas de aquellas que ya han sido condenadas”, esto 
determina que no existe la clasificación y distribución poblacional, lo que atenta a 
las condiciones físicas y psicológicas del detenido; la solución de las autoridades a 
este problema es la construcción de más cárceles.  
 La alimentación que reciben los reclusos es insuficiente en calidad y cantidad, ya 
que el presupuesto que reciben para las tres comidas diarias es de 2 dólares por 
cada interno, por lo que una gran parte de ellos durante la visita reciben comida de 
parte de sus familiares, y aquellos que no pueden contar con la familia o amigos 
que les proporcionen comida adicional, sufren de una inadecuada nutrición.  
 Los servicios médico y odontológico en los centros penitenciarios son lentos, existe 
escases de médicos y especialistas, y las instalaciones donde dan el servicio se 
encuentran escasamente dotadas en equipos y medicinas, por lo que la atención es 
únicamente ambulatoria y en caso de atención especializada en un centro de salud, 
se requiere como medida de seguridad la autorización burocrática del Director 
Nacional, la misma que dura semanas en confirmar o no la salida del paciente para 
que reciba dicha atención; este procedimiento indiscutiblemente pone obstáculos y 
vulnera seriamente la disposición de brindar los servicios emergentes al (recluso) 
paciente. Además, el consumo de drogas agrava los problemas de salud, pues 
constituye uno de los principales problemas en muchos establecimientos 
penitenciarios, problema que no tiene alternativas de solución  hasta la actualidad. 
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 En el campo educativo, los Centros de Rehabilitación Social están en la obligación 
de brindad a los privados de libertad, como medio principal de rehabilitación, 
procesos de reeducación, formación y capacitación profesional, y el desarrollo de 
habilidades y valores sociales necesarios para que se reintegren a la sociedad como 
entes productivos y respetuosos de la ley y las buenas costumbres; pero la falta de 
instalaciones y personal docente calificado, impiden que se concrete este objetivo 
dentro del régimen progresivo propuesto, el cual se refieren a niveles de disciplina, 
trabajo, educación y tratamiento. 
 En el campo del trabajo y productividad, como lo denomina el nuevo modelo, es 
importante preguntarse ¿cómo lo van a desarrollar?, si los Centros de 
Rehabilitación no tienen las condiciones ni los recursos necesarias para ofrecer 
empleo a los privados de libertad, y fomentar el trabajo solidario que se refleje en 
las actividades y vida diaria de los detenidos, esto hace que algunos de ellos, por 
propia iniciativa busquen mantenerse ocupados a través de la realización de 
pequeños trabajos artesanales (cuadros, patos de papel, cortar cabello, lavar la ropa, 
cocinar, etc.), con lo que obtienen un mínimo ingreso mientras están recluidos, y 
pueden así satisfacer en algo sus necesidades. La falta de talleres, de materiales o 
maquinarias, y de personal capacitado para dirigir y capacitar en actividades 
laborales, es muestra de que el objetivo propuesto no se puede conseguir en la 
práctica, por lo que se podría decir que en el sistema penitenciario ecuatoriano no 
se da un proceso de rehabilitación o un progreso significativo del delincuente o 
privado de libertad, hacia la reintegración productiva en la sociedad. 
 En cuanto al sostenimiento o mantención de los Vínculos familiares, es un tema 
novedoso en esta política, considerando que el sostenimiento o la mantención según 
el Diccionario de la Real Academia Española lo define como la “Acción y efecto de 
sostener o sostenerse. ||Mantenimiento o sustento”(ENCARTA, Enciclopedia, 2009); ante 
ello hay que preguntarse ¿cómo va a sostener o mantener los vínculos familiares el 
privado de libertad?, si este sistema tiene muchas falencias para poder brindar un 
proceso de rehabilitación permanente, además, hay que tomar en cuenta que el 
poder desintegrador que ejerce la prisión sobre el núcleo familiar es alarmante, por 
lo que muchos reclusos cuando caen en prisión se quedan sin esposa o conviviente, 
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ante esta falta se consiguen dentro de las cárceles otra compañera, cuya relación 
sentimental muchas de las veces no es duradera.  
 
Ante este fenómeno, Michel Foucault, en su obra Vigilar y Castigar manifiesta:  
 
La prisión fabrica indirectamente delincuentes al hacer caer en la miseria a la familia del 
detenido. La misma sentencia que envía a la prisión al jefe de familia, reduce cada día que 
pasa a la madre a la indigencia, a los hijos al abandono, a la familia entera a la vagancia 
y a la mendicidad. En este aspecto es en el que el crimen amenaza perpetuarse. (2002, 
pág. 248) 
 La Profesionalización penitenciaria, términos que dan a entender el ejercicio 
profesional de una persona en el campo penitenciario, lo que hace suponer que esta 
profesionalización no es para los internos, sino más bien esta creada para el 
personal penitenciario, en especial para el cuerpo de seguridad y vigilancia, es así 
que el Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos, cartera de Estado 
responsable del Sistema Penitenciario a creado un Centro de formación 
penitenciaria ubicado en la ciudad de Bahía de Caráquez, Manabí, diseñado para la 
formación y capacitación del personal de seguridad y vigilancia penitenciario, en 
los ámbitos jurídicos y de Derechos Humanos, Centro denominado como “La 
primera Escuela Penitenciaria del Ecuador”, pero no ha sido suficiente, porque el 
irrespeto a los Derechos Humanos y a la dignidad de los detenidos todavía se 
siguen dando, ya que los guías penitenciarios no reciben permanentemente 
programas de capacitación en materia de Derechos Humanos, y entrenamiento 
especial para responder a los retos que enfrentan diariamente en el ejercicio de su 
función en las prisiones, ni tampoco les brindan en forma permanente atención 
psiquiátrica y/o psicológica para salvaguarda su salud mental que se ve afectada por 
el contacto diario que tienen con los reclusos durante su trabajo.  
 
 
     Este análisis permite tener una apreciación sobre las condiciones que viven las personas 
privadas de libertad en los Centros de Rehabilitación Social; lo que significa que en las 
cárceles ecuatorianas, son las mismas autoridades las que irrespetan los Derechos 
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Humanos del detenido, al no aplicar o crear políticas orientadas a estimular la 
recuperación, rehabilitación y reinserción social de los prisioneros, a través de programas 
sostenidos de formación, capacitación profesional y desarrollo de habilidades sociales, que 
les permita aprender algún arte u oficio para mantenerse ocupados y poder satisfacer sus 
necesidades dentro y fuera del recinto carcelario, y así poder cumplir lo que en teoría el 
sistema penitenciario pretende, que es el “tratamiento individualizado en un régimen 
progresivo de rehabilitación”(PGE, 2009) 
 
 
     Por lo tanto, el deber de proteger los Derechos Humanos de todas las personas, 
representa para el Estado, la creación de políticas públicas que satisfagan las necesidades 
de la población, sea que estén en libertad o privadas de ella, y que proporcionen las 
condiciones necesarias para que las personas de una sociedad puedan gozar realmente de 
todos sus derechos, amparados en la Constitución y las leyes internacionales.  
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CAPÍTULO III 
 
 
3. MARCO LEGAL DE LOS DERECHOS HUMANOS DE LAS PERSONAS 
PRIVADAS DE LIBERTAD 
 
     Las personas privadas de libertad, sean sentenciadas o procesadas, deben tener dentro 
del sistema penitenciario ecuatoriano la oportunidad de alcanzar el “buen vivir” (el sumak 
kawsay); este buen vivir requiere de: “La atención de sus necesidades educativas, laborales, 
productivas, culturales, alimenticias y recreativas”, como lo determina el numeral 5 del Art 51 
de la Constitución Política del 2008,(R.O.449, 2008, pág. 36), pero paradójicamente en este 
sistema se dan contradicciones que chocan con estos objetivos propuestos, ya que el 
hombre que pierde la libertad y forma parte de este sistema, debe someterse a normas y 
reglas no solo de la institución, sino también de los propios reclusos, como una especie de 
violencia institucional, lo que demuestra la pérdida de sus derechos como ser social; a más 
de ello ira observando el deterioro paulatino de su calidad de vida, como un escarmiento 
por el hecho delictivo cometido, ratificando así las consecuencias que la prisión o cárcel 
acarrea durante el cumplimiento de la pena impuesta, lo que supone para el recluso la 
aceptación involuntaria de un cambio radical en su vida; donde la pérdida de los derechos 
y de la autonomía sumergen al individuo en un proceso de asimilación de valores de su 
nuevo contexto, la prisión, a lo que Foucault afirma:  “La prisión, por consiguiente, en 
lugar de devolver la libertad a unos individuos corregidos, enjambra en la población unos 
delincuentes peligrosos”(FOUCAULT, "Vigilar y Castigar", 2002, pág. 245). 
 
     Entre los muchos instrumentos legales, nacionales e internacionales que tienen que ver 
con la protección y garantía de los Derechos Humanos de las personas privadas de libertad, 
se destacan: la Constitución Política del Ecuador, Las Reglas mínimas de las Naciones 
Unidas para el Tratamiento de los Reclusos, La Convención Americana de Derechos 
Humanos, La Declaración Universal de los Derechos Humanos, El Código de Ejecución de 
Penas y Rehabilitación Social y su Reglamento, El Código Penal y el Derecho 
Penitenciario; instrumentos que contienen normas favorables para que el privado de 
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libertad pueda cambiar su modo de vida, y luego del cumplimiento de la sentencia vivir en 
sociedad de manera responsable y apegado a la ley.   
 
 
     Algunos artículos de estos instrumentos son de aplicación obligatoria dentro de los 
Centros de privación de libertad; son disposiciones que tienen como objetivo primordial, 
inducir a las autoridades y funcionarios del sistema carcelario el respeto a los Derechos 
Humanos de las personas privadas de libertad, en lo que concierne a la satisfacción de sus 
necesidades por encontrarse en un ambiente ajeno a su naturaleza,  el respeto a su dignidad 
como ser humano, y a la aplicación de mecanismos que le permitan sobrellevar el encierro, 
a través de los cuales pueda desarrollar habilidades sociales y de integración productiva.  
 
 
3.1. CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA DEL ECUADOR (2008) 
 
 
     La Constitución del Ecuador, siendo la norma suprema encargada de cumplir  y hacer 
respetar los derechos humanos de todos los ciudadanos, y en especial de los más 
vulnerables, como es el caso de las personas privadas de libertad, las mismas que al estar 
recluidas también tienen derecho al trabajo, a la educación, a una buena alimentación y 
atención médica, a la recreación, etc; es decir a una sana convivencia en un ambiente 
adecuado, donde puedan ocupar su tiempo en prisión, satisfacer en poco sus necesidades y 
recibir el tratamiento oportuno, como lo establecen los Arts.51, 201 y 203 de esta norma 
suprema, que les reconoce y garantiza sus derechos como son: “a la vida, a la libertad, a su 
integridad física, a la satisfacción de sus necesidades vitales, como también las educativas, 
laborales, productivas, culturales y recreativas”(R.O. 449, 2008) en el interior de las cárceles; 
factores determinantes en su proceso de recuperación, rehabilitación y reinserción social, 
vistas como políticas públicas de Atención Integral, para que cuando recuperen su libertad 
puedan ejercer sus derechos y cumplir sus responsabilidades conforme determina la ley.    
 
 
     Los artículos 51, 201 y 203, hacen notar la preocupación que los entes gubernamentales 
tienen sobre el bienestar del privado de libertad y la satisfacción de sus necesidades; pero 
en la realidad esto no se cumple por factores como: la falta de espacios físicos y personal 
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idóneo comprometido con la recuperación y rehabilitación del privado de libertad, que 
imposibilitan que se ponga en marcha procesos de formación y capacitación profesional en 
las áreas enunciadas, objetivo primordial del tratamiento, rehabilitación y reinserción 
social adecuada del privado de libertad; ejemplo claro de esta realidad es la reincidencia 
delictiva y el hacinamiento carcelario; razón está por lo que el órgano rector del sistema 
penitenciario no puede hacer eco de la creación de supuestas condiciones reales de 
reinserción social y económica de las personas después de haber estado privadas de la 
libertad, ya que no pone en marcha lo que la Constitución manifiesta y garantiza a las 
personas privadas de su libertad en cuanto a los procesos de rehabilitación integral. 
 
 
3.2. CÓDIGO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y REHABILITACIÓN SOCIAL 
 
 
     El Código de Ejecución de Penas y Rehabilitación Social, publicado en el Registro 
Oficial Nº 282, del 9 de julio de 1982, y expresado a través de la Ley No. 95, es el cuerpo 
legal que norma la actividad y funcionamiento del sistema penitenciario; en esta normativa 
se expresan aspectos tendientes a la rehabilitación integral del privado de libertad, y a los 
organismos estatales encargados de poner en marcha esos aspectos para alcanzar el 
objetivo propuesto; de manera que luego de que egresen de los Centros de Rehabilitación 
Social, puedan reintegrarse a la sociedad como elementos productivos y respetuosos de la 
ley y las buenas costumbres. (R.O. 282). 
 
 
     Este Código establece quienes son los organismos encargados de la aplicación de esta 
Ley, no solo para lograr el objetivo que persigue el Sistema Penitenciario que es la 
rehabilitación integral de los internos, proyectada hacia su reinserción social, y a la 
prevención de la reincidencia y habitualidad, con miras a obtener la disminución de la 
delincuencia, sino también para determinar las políticas penitenciarias que permitan poner 
en marcha todos los procesos que involucren la recuperación y rehabilitación del privado 
de libertad, y la adecuada administración de los centros de rehabilitación social. 
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     Los organismos responsables de la consecución de estos objetivos son: el Consejo 
Nacional de Rehabilitación Social, la Dirección Nacional de Rehabilitación Social y los 
Centros de Rehabilitación Social, quienes con la autoridad que les faculta, no han  
encontrado hasta el momento la metodología apropiada para aplicar e implantar en la 
ejecución de las penas, la individualización del tratamiento y el régimen progresivo 
propuesto; a través del cual y previa una evaluación biopsiosociocultural y disciplinaria 
permanente, se podría conocer si el interno asciende o desciende de cualesquiera de las 
fases que contienen los regímenes establecidos en los Centros de Rehabilitación.  
 
 
     La aplicación de los articulados del Código de Ejecución de Penas y Rehabilitación 
Social y su Reglamento, permitiría realizar el diagnóstico, pronóstico, la ubicación 
poblacional y el tratamiento de cada uno de los privados de libertad de los Centros de 
Rehabilitación Social, para así poder aplicar los procesos tendientes a conseguir la 
rehabilitación integral del detenido, a través del régimen progresivo, el mismo que evalúa 
las acciones positivas de este durante el tiempo que cumple la pena impuesta; y es a través 
de esta evaluación positiva e imparcial lo que debería concedérseles los beneficios 
previstos en el Art. 19 de este Código “Prelibertad, Libertad Controlada y Rebaja de penas”, 
de esta manera, el Estado sí podría argumentar la asistencia para liberados y conceder los 
certificados que acrediten su participación en los programas de capacitación y formación 
profesional que integran los mecanismos de rehabilitación y desarrollo personal, para que 
cuando obtenga su libertad, tenga también un soporte económico que le permitirá una 
adecuada reinserción social; pero la realidad es otra, porque hasta el momento no se ha 
podido cumplir con lo estipulado en éste Código, ya que no han mejorado las deficiencias 
técnicas, administrativas y económicas conocidas, no solo por la administración pública, 
sino también por la sociedad en general, que mira con asombro el incremento de la 
delincuencia por un lado y la reincidencia por otro, causa principal del hacinamiento 
carcelario que no presta las facilidades necesarias para aplicar correctamente cualquier 
proceso ocupacional, tendiente a recuperar al delincuente y transformarle en un  hombre 
respetuoso de la ley y las buenas costumbres.  
 
 
     Este objetivo podría conseguirse si los Jueces de Garantías Penales y los miembros que 
integran el Consejo de Rehabilitación Social, como parte del sistema penitenciario se 
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involucran y participan directamente, y aplican lo que dentro de sus competencias se 
encuentra, la tutela de los derechos de las personas privadas de libertad y la supervisión del 
cumplimiento del sistema progresivo de Rehabilitación; factor importante y necesario para 
mejorar la política penitenciaria y hacer respetar y proteger los derechos fundamentales no 
solo de los privados de libertad, sino también de los funcionarios y las visitas que se 
encuentran inmersos en este sistema; derechos reconocidos por la Constitución y las leyes 
internacional, y poder así satisfacer las necesidades prioritarias de los detenidos, para que 
una vez que hayan cumplido su sentencia estén capacitados y preparados para realizar un 
trabajo honesto, y se constituyan en entes productivos en la sociedad que un día los 
rechazo.    
 
 
3.3 DECLARACIÓN UNIVERSAL DE DERECHOS HUMANOS 
 
 
     La Declaración Universal de los Derechos Humanos es la piedra angular en la historia 
de estos derechos; ha sido redactada y escrita por representantes de países de todo el 
mundo, y proclamada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en su Resolución 
217 A (III) del 10 de diciembre de 1948, en París, como “ideal común para que todos los 
pueblos y naciones lo practiquen y puedan vivir en paz y armonía”.(Asamblea General del la 
O.N.U., 1948). 
 
 
     La Declaración Universal de Derechos Humanos, adoptada por unanimidad en 
diciembre de 1948 por la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas 
(ONU), está compuesta por 30 artículos que hacen referencia a los derechos personales, 
civiles, políticos, económicos, sociales y culturales del hombre; y cuyo objetivo 
fundamental es promover y garantizar el respeto y cumplimiento de los Derechos Humanos 
y las libertades individuales en un régimen de Derecho, sin distinción alguna de condición 
o situación social, política, económica, cultural, religiosa, de género; tanto para el 
ciudadano en libertad, como para la persona privada de su libertad, sea esta procesada o 
condenada a cumplir una sentencia, en el caso de hallarle culpable por el cometimiento de 
un delito. 
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     Mediante esta Declaración, los Estados se comprometieron a asegurar que todos los 
seres humanos, ricos y pobres, fuertes y débiles, hombres y mujeres, de todas las razas y 
religiones, sean tratados de manera igualitaria como ideal común: 
 
 
“Por el que todos los pueblos y naciones deben esforzarse, a fin de que tanto los individuos como 
las instituciones, inspirándose constantemente en ella, promuevan, mediante la enseñanza y la 
educación, el respeto a estos derechos y libertades” (Asamblea General del la O.N.U., 1948). 
 
 
     En el caso de los privados de libertad, al formar parte del sistema penitenciario, tienen 
el derecho de que los entes responsables de la administración de los Centros de 
Rehabilitación Social, cumplan con lo que establecen los artículos de la Declaración 
Universal de Derechos Humanos, para que sea respetada su dignidad como persona, y 
pueda sobrellevar el encierro en un ambiente que le motive a un cambio positivo en su vida 
presente y futura.  
 
 
     El respeto a la dignidad del ser humano es uno de los Derechos que deben ser tomados 
encuentra todo el tiempo que el interno está detenido; ya que por ningún motivo será 
objeto de tratos inhumanos o degradantes, que atenten contra su dignidad; pero en la 
práctica es lo contrario, ya que la infraestructura carcelaria y los servicios que brinda son 
deficientes, y no satisfacen las necesidades básicas de estos individuos, que en lugar de 
tener una oportunidad para un cambio, se sumergen en un mundo de ocio y violencia, 
cuyas consecuencias se observan en las malas condiciones de vida que la mayoría de los 
internos tienen que soportar, donde es presa fácil de múltiples factores que pueden 
quebrantar su estado físico, mental y emocional, a pesar de que el reconocimiento de su 
bienestar es subjetivo. 
 
 
     La satisfacción de las necesidades básicas de los privados de libertad son limitadas, los 
Centros de Rehabilitación Social no cuentan con los medios ni los recursos suficientes para 
poder atenderlas, ni para cumplir con el objetivo que persiguen las normas nacionales e 
internacionales, en lo relacionado a la atención, tratamiento, rehabilitación y reinserción 
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social; existe escases de médicos y de  medicinas para atender a la población carcelaria, no 
hay espacios para la creación de talleres y aulas para la formación y capacitación 
profesional; razones por lo que no se puede mejorar las condiciones ni la calidad de vida de 
los detenidos, que miran diariamente como su vida transcurre en medio de la monotonía y 
desidia del ambiente carcelario. Por lo tanto, le corresponde al Estado a través de su 
política pública asignar y designar no solo un presupuesto adecuado, sino también recursos 
técnicos y profesionales para garantizar la satisfacción de los derechos establecidos en la 
Declaración, acciones indispensables para el desarrollo de su personalidad.  
 
 
     Por lo tanto, el objetivo que persigue la Declaración Universal de Derechos Humanos, 
es garantizar el respeto y cumplimiento de los Derechos Humanos de cada persona; en el 
caso de los privados de libertad, es promover a que los organismos que integran 
actualmente el Sistema de Rehabilitación Social, implementen y ejecuten verdaderas 
políticas de rehabilitación social, acorde a las necesidades de los privados de libertad, 
creando políticas de formación y capacitación profesional en algún arte u oficio dentro y 
fuera de los centros carcelarios, para que a través de un trabajo digno y remunerado puedan 
solventar sus necesidades y las de su familia; acciones que permitirán, primeramente 
reducir al mínimo cualquiera de los efectos adversos del encarcelamiento o prisionización 
y segundo lograr una adecuada reinserción social, evitando así  la reincidencia delictiva.   
 
 
3.4. REGLAS MÍNIMAS PARA EL TRATAMIENTO DE LOS RECLUSOS 
 
 
     Las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los reclusos tienen su origen en la 
Comisión Internacional Penal y Penitenciaria, quien ha preparado una serie de reglas que la 
junta de las Naciones Unidas las hizo suyas en 1934, la Comisión revisó el texto de las 
reglas para su presentación en el Primer Congreso de las Naciones Unidas sobre 
Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, celebrado en Ginebra en 1955, este 
adoptó las reglas por unanimidad el 30 de agosto de ese año y recomendó su aprobación al 
Consejo Económico y Social, siendo aprobadas las Reglas Mínimas para el Tratamiento de 
los Reclusos a través de sus resoluciones 663.del 31 de julio de 1957 y 2076 del 13 de 
mayo de 1977. 
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     Las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los reclusos es un documento que ha 
influido en el desarrollo de la política y la práctica penal de los países miembros, incluido 
el Ecuador, ya que contiene un sinnúmero de detalles prácticos sobre el trato y cuidado que 
deben recibir las personas privadas de su libertad, y donde los estados que lo firman y 
ratifican, se comprometen a observar sus disposiciones, y mejorar las condiciones de vida 
de los reclusos.  
 
 
     Estas Reglas constituyen principios básicos de respeto a la dignidad del ser humano, 
sirven para proteger y garantizar los derechos humanos de los presos o detenidos, y como 
tal deben ponerse en práctica en todas partes y en todo momento mientras el individuo se 
encuentre privado de su libertad, lo que servirá para estimular la voluntad del detenido para 
que pueda sobrellevar el encierro, integrarse y participar en su proceso de tratamiento y 
rehabilitación social.     
 
 
     En esta investigación, se han tomado encuentra algunas reglas que tienen que ver con el 
trato que deben tener los detenidos, y los factores o elementos esenciales para los procesos 
de recuperación, tratamiento, rehabilitación y reinserción social de los privados de libertad 
en las cárceles del país; principios rectores de una buena organización penitenciaria, que 
debería tomárseles encuenta para poder brindar un tratamiento integral y adecuado a los 
reclusos, y lograr el objetivo propuesto.  
 
 
     Estas reglas se clasifican en: Reglas de aplicación general y Reglas aplicables a 
categorías especiales (Condenados y Reclusos alienados y enfermos mentales); cada una 
de ellas va orientada a buscar el bienestar de los privados de libertad durante el 
cumplimiento de la sentencia, y al desarrollo de sus habilidades sociales; acciones que 
buscan una adecuada reinserción social productiva.    
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Reglas de aplicación general 
 
Locales destinados a los reclusos  
 
     Regla 14. Todos los locales frecuentados regularmente por los reclusos deberán ser 
mantenidos en debido estado y limpios. 
 
Alimentación  
 
     Regla 20. 1) Todo recluso recibirá de la administración, a las horas acostumbradas, una 
alimentación de buena calidad, bien preparada y servida, cuyo valor nutritivo sea suficiente 
para el mantenimiento de su salud y de sus fuerzas. 2) Todo recluso deberá tener la 
posibilidad de proveerse de agua potable cuando la necesite.  
 
 
Servicios médicos 
 
     Regla 22. 1) Todo establecimiento penitenciario dispondrá por lo menos de los 
servicios de un médico calificado que deberá poseer algunos conocimientos psiquiátricos. 
Los servicios médicos deberán organizarse íntimamente vinculados con la administración 
general del servicio sanitario de la comunidad o de la nación. Deberán comprender un 
servicio psiquiátrico para el diagnóstico y, si fuere necesario, para el tratamiento de los 
casos de enfermedades mentales. 2) Se dispondrá el traslado de los enfermos cuyo estado 
requiera cuidados especiales, a establecimientos penitenciarios especializados o a 
hospitales civiles. Cuando el establecimiento disponga de servicios internos de hospital, 
éstos estarán provistos del material, del instrumental y de los productos farmacéuticos 
necesario para proporcionar a los reclusos enfermos los cuidados y el tratamiento 
adecuados. Además, el personal deberá poseer suficiente preparación profesional. 3) Todo 
recluso debe poder utilizar los servicios de un dentista calificado.  
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Personal penitenciario 
 
     Regla 49. 1) En lo posible se deberá añadir al personal un número suficiente de 
especialistas, tales como psiquiatras, psicólogos, trabajadores sociales, maestros e 
instructores técnicos. 2) Los servicios de los trabajadores sociales, de maestros e 
instructores técnicos deberán ser mantenidos permanentemente, sin que ello excluya los 
servicios de auxiliares a tiempo limitado o voluntarios. 
 
 
Reglas aplicables a categorías especiales  
 
A.-Condenados  
 
Principios rectores 
 
     Regla 63. 1) Estos principios exigen la individualización del tratamiento que, a su vez, 
requiere un sistema flexible de clasificación en grupos de los reclusos. Por lo tanto, 
conviene que los grupos sean distribuidos en establecimientos distintos donde cada grupo 
pueda recibir el tratamiento necesario. 2) Dichos establecimientos no deben adoptar las 
mismas medidas de seguridad con respecto a todos los grupos. Convendrá establecer 
diversos grados de seguridad conforme a la que sea necesaria para cada uno de los 
diferentes grupos. Los establecimientos abiertos en los cuales no existen medios de 
seguridad física contra la evasión, y en los que se confía en la autodisciplina de los 
reclusos, proporcionan por este mismo hecho a reclusos cuidadosamente elegidos las 
condiciones más favorables para su readaptación. 3) Es conveniente evitar que en los 
establecimientos cerrados el número de reclusos sea tan elevado que llegue a constituir un 
obstáculo para la individualización del tratamiento. En los establecimientos abiertos, el 
número de detenidos deberá ser lo más reducido posible. 4) Por el contrario, no convendrá 
mantener establecimientos que resulten demasiado pequeños para que se pueda organizar 
en ellos un régimen apropiado. 
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Tratamiento  
 
     Regla 65. El tratamiento de los condenados a una pena o medida privativa de libertad 
debe tener por objeto, en tanto que la duración de la condena lo permita, inculcarles la 
voluntad de vivir conforme a la ley, mantenerse con el producto de su trabajo, y crear en 
ellos la aptitud para hacerlo. Dicho tratamiento estará encaminado a fomentar en ellos el 
respeto de sí mismos y desarrollar el sentido de responsabilidad.  
     Regla 66. 1) Para lograr este fin, se deberá recurrir, en particular, a la asistencia 
religiosa, en los países en que esto sea posible, a la instrucción, a la orientación y la 
formación profesionales, a los métodos de asistencia social individual, al asesoramiento 
relativo al empleo, al desarrollo físico y a la educación del carácter moral, en conformidad 
con las necesidades individuales de cada recluso. Se deberá tener en cuenta su pasado 
social y criminal, su capacidad y aptitud física y mental, sus disposiciones personales, la 
duración de su condena y las perspectivas después de su liberación. 2) Respecto de cada 
recluso condenado a una pena o medida de cierta duración que ingrese en el 
establecimiento, se remitirá al director cuanto antes un informe completo relativo a los 
aspectos mencionados en el párrafo anterior. Acompañará a este informe el de un médico, 
a ser posible especializado en psiquiatría, sobre el estado físico y mental del recluso. 3) 
Los informes y demás documentos pertinentes formarán un expediente individual. Estos 
expedientes se tendrán al día y se clasificarán de manera que el responsable pueda 
consultarlos siempre que sea necesario.  
 
 
Clasificación e individualización  
 
     Regla 69. Tan pronto como ingrese en un establecimiento un condenado a una pena o 
medida de cierta duración, y después de un estudio de su personalidad, se establecerá un 
programa de tratamiento individual, teniendo en cuenta los datos obtenidos sobre sus 
necesidades individuales, su capacidad y sus inclinaciones. 
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Privilegios  
 
     Regla 70. En cada establecimiento se instituirá un sistema de privilegios adaptado a los 
diferentes grupos de reclusos y a los diferentes métodos de tratamiento, a fin de alentar la 
buena conducta, desarrollar el sentido de responsabilidad y promover el interés y la 
cooperación de los reclusos en lo que atañe su tratamiento.  
 
 
Trabajo  
 
     Regla 71. 1) El trabajo penitenciario no deberá tener carácter aflictivo. 2) Todos los 
condenados serán sometidos a la obligación de trabajar habida cuenta de su aptitud física y 
mental, según la determine el médico. 3) Se proporcionará a los reclusos un trabajo 
productivo, suficiente para ocuparlos durante la duración normal de una jornada de trabajo. 
4) En la medida de lo posible, ese trabajo deberá contribuir por su naturaleza a mantener o 
aumentar la capacidad del recluso para ganar honradamente su vida después de su 
liberación. 5) Se dará formación profesional en algún oficio útil a los reclusos que estén en 
condiciones de aprovecharla, particularmente a los jóvenes. 6) Dentro de los límites 
compatibles con una selección profesional racional y con las exigencias de la 
administración y la disciplina penitenciarias, los reclusos podrán escoger la clase de trabajo 
que deseen realizar.  
 
 
Instrucción y recreo  
 
     Regla 77. 1) Se tomarán disposiciones para mejorar la instrucción de todos los reclusos 
capaces de aprovecharla, incluso la instrucción religiosa en los países en que esto sea 
posible. La instrucción de los analfabetos y la de los reclusos jóvenes será obligatoria y la 
administración deberá prestarle particular atención. 2) La instrucción de los reclusos 
deberá coordinarse, en cuanto sea posible, con el sistema de instrucción pública a fin de 
que al ser puesto en libertad puedan continuar sin dificultad su preparación.  
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     Regla 78. Para el bienestar físico y mental de los reclusos se organizarán actividades 
recreativas y culturales en todos los establecimientos.  
 
  
Relaciones sociales, ayuda pos penitenciaria  
 
 
     Regla 79. Se velará particularmente por el mantenimiento y el mejoramiento de las 
relaciones entre el recluso y su familia, cuando éstas sean convenientes para ambas partes. 
B.- Reclusos alienados y enfermos mentales 
 
     Regla 82. 1) Los alienados no deberán ser recluidos en prisiones. Se tomarán 
disposiciones para trasladarlos lo antes posible a establecimientos para enfermos mentales. 
2) Los reclusos que sufran otras enfermedades o anormalidades mentales deberán ser 
observados y tratados en instituciones especializadas dirigidas por médicos. 3) Durante su 
permanencia en la prisión, dichos reclusos estarán bajo la vigilancia especial de un médico. 
4) El servicio médico o psiquiátrico de los establecimientos penitenciarios deberá asegurar 
el tratamiento psiquiátrico de todos los demás reclusos que necesiten dicho tratamiento.  
 
 
     Estas reglas, que se han establecido a través de declaraciones, convenios y pactos por la 
Organización de Naciones Unidas (ONU), son fundamentales e importantes en su 
contenido, demuestran que el privado de libertad, a pesar de estar cumpliendo una 
sentencia por el delito cometido, tiene la oportunidad de convivir y desenvolverse de una 
manera aparentemente normal en el recinto carcelario, a través de actividades positivas que 
las autoridades, por medio de sus políticas penitenciarias podrían implantar para satisfacer 
en algo las necesidades básicas, y respetar los Derechos Humanos de las personas privadas 
de libertad, contemplados en estos instrumentos internacionales; pero en la práctica, en 
nuestro país estas reglas no se han podido aplicar por las deficiencias estructurales que el 
sistema acarrea. 
 
 
     A pesar de la política de transformación del sistema penitenciario, y la construcción de 
nuevas cárceles (La Roca, Regional 8, Latacunga),las autoridades de Rehabilitación Social 
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no encuentran la metodología apropiada para dar cumplimiento, en la medida que sea 
posible con lo que manda la normativa de las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los 
Reclusos, cuyo objetivo es mejorar la calidad de vida de los privados de libertad durante su 
permanencia en el centro carcelario; situación esta que no se ha dado por la falta de 
aplicación y creación de políticas penitenciarias reales, la inadecuada infraestructura de los 
Centros de Rehabilitación Social, que impide la implementación de aulas y talleres de 
estudio y trabajo, el hacinamiento constante, la lentitud de los procesos en la Función 
Judicial, la falta de compromiso de los organismos que conforman el Sistema de 
Rehabilitación Social, para proporcionar los recursos económicos y humanos para la 
formación y capacitación profesional de los reclusos; lo que demuestra que es la misma 
institución penitenciaria, con sus representantes, la promotora en transgredir los Derechos 
Humanos de las personas privadas de libertad, e impedir la aplicación del proceso de 
rehabilitación integral a las personas sentenciadas penalmente; el mismo que si se daría 
como manda la ley, ayudaría a que el detenido pueda sobrellevar el encierro mediante un 
tratamiento eficaz, y aprovecharía el período de privación de libertad para capacitarse y 
formarse profesionalmente en algún arte u oficio que le mantenga ocupado y le sirva para 
desenvolverse en condiciones aparentemente normales en el CRS; y tenga en lo posterior 
una vida socialmente aceptable y responsable después de recuperar su libertad, 
contrarrestando de esta manera, y en la medida que sea posible los efectos dañinos del 
encarcelamiento y previniendo la reincidencia delictiva.  
 
 
3.5. REGLAMENTO DE EVALUACIÓN DE LA CONDUCTA Y DISCIPLINA DE 
LOS INTERNOS IMPUTADOS, ACUSADOS Y SENTENCIADOS EN LOS 
CENTROS DE REHABILITACIÓN DEL PAÍS 
 
 
     El Reglamento de Evaluación de la Conducta y Disciplina de los Internos, es redactado 
y enviado por el Consejo Nacional de Rehabilitación Social a todos los Centros de 
Rehabilitación Social y de Detención del país para su aplicación inmediata; este 
documento regula la conducta, disciplina e interés por la rehabilitación que muestren los 
privados de libertad, y al que tienen que sujetarse desde el momento que ingresan a un 
centro penitenciario, en calidad de detenidos o para cumplir la pena impuesta por el delito 
cometido; dicho reglamento tiene relación con lo que manifiesta la Constitución Política 
67 
del Ecuador, el Código de Ejecución de Penas y de Rehabilitación Social, la Declaración 
Universal de Derechos Humanos y las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los 
Reclusos.  
 
 
     Las obligaciones que tienen que cumplir los privados de libertad durante el tiempo de 
permanencia en los Centros de Rehabilitación Social están detalladas en este Reglamento 
Interno; algunas de las obligaciones a las que tienen que someterse están: cumplir el 
horario de la lista para el conteo, para la alimentación, educación, recreación, descanso, el 
aseo personal y de la celda y con las actividades que realiza el Centro; pero debido a que 
las instalaciones físicas de los Centros son demasiado reducidas, la mayoría de estas 
obligaciones no se las cumple por el hacinamiento existente y el escaso número de 
profesionales y personal técnico del área de tratamiento y talleres, lo que no permite llevar 
a cabo el tratamiento individualizado y progresivo que determina el Código de Ejecución 
de Penas y Rehabilitación Social y otras leyes y disposiciones relacionadas.  
 
 
     También da a conocer la tipificación y sanción de las faltas que puede presentar o 
adoptar el privado de libertad durante su internamiento; estas faltas se clasifican en: Faltas 
leves, Faltas graves y Faltas gravísimas; cuyas sanciones van desde la amonestación verbal 
hasta la pérdida total de las rebajas de pena; y en el caso de que exista graves presunciones 
de responsabilidad, o por la peligrosidad que demuestre el interno, el Departamento 
correspondiente comunicara a la autoridad penal competente, o procederá con la 
separación y reubicación en los sitios que se han instalado para el efecto.   
 
 
     La aplicación de este reglamentó lo realiza el Departamentos de Diagnóstico y 
Evaluación de cada Centro de Rehabilitación Social, en procura de buscar el orden, la 
disciplina y la buena organización y convivencia interna; en él se encuentra reglada la 
evaluación del comportamiento y disciplina que presentan diariamente los detenidos, lo 
que permite que los integrantes de este Departamento tengan una idea más clara al 
momento de calificar la conducta de los detenidos, y puedan técnicamente hacerle acreedor 
o no con alguno de los beneficio de ley (Prelibertad, Libertad Controlada, Rebaja de 
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Penas), por el hecho de demostrar interés y participar en su proceso de rehabilitación y 
reinserción social integral.  
 
 
3.6. DERECHO PENITENCIARIO 
 
 
     El Derecho, en el campo jurídico está representado como un sistema de normas que 
presupone algo legal, legítimo o justo; es una condición invariable en la construcción de 
las leyes.  
Según Cabanellas de Torres, Derecho es: 
 
 “La Colección de principios, preceptos y reglas a que están sometidos todos los hombres en 
cualquier sociedad civil, para vivir conforme a justicia y paz; y a cuya observancia pueden ser 
compelidos por la fuerza”(CABANELLAS DE TORRES, 2007, pág. 120). 
 
 
     Derecho Penitenciario según Jaime Cueva Sosa, citado por el Dr. Jácome Gonzalo 
Estuardo es: 
 
 “El conjunto de normas jurídicas que regulan la ejecución de las penas y medidas de seguridad, o 
sea, la relación jurídica que se establece entre el Estado y el interno” (JÁCOME, 2009, pág. 8) 
 
 
     Por lo tanto, el Derecho Penitenciario es la rama del Derecho que trata del 
cumplimiento efectivo de la pena privativa de libertad y se encuentra dentro del llamado 
Derecho Ejecutivo Penal, que en forma amplia se ocupa de la ejecución de todas las penas 
y medidas de seguridad privativas de libertad o de derechos, de la organización de las 
prisiones en cuanto a arquitectura, personal, tratamiento, trabajo, cómputos de penas y 
reducciones de las mismas, visita íntima y familiar, salidas transitorias o definitivas, etc.  
 
 
     El término penitenciaria ha sido fuertemente criticado porque encierra la religiosa idea 
de “penitencia” o de castigo, porqueno concuerda con la moderna concepción de 
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readaptación o rehabilitación social que se habla y se quiere practicar en la actualidad, 
intención clara de las nuevas políticas públicas en materia penitenciaria; sin embargo en la 
práctica resulta compleja esta idea por el hacinamiento continuó que existe debido 
especialmente al aumento de los delitos por droga, y la falta de espacios físicos para la 
construcción de talleres o espacios que permitan: primero la atención personalizada al 
privado de libertad en la satisfacción de sus necesidades, y segundo para la realización de 
una actividad productiva determinada, que le mantenga ocupado y le brinde la oportunidad 
de obtener una ganancia económica. 
 
 
     En conjunto, el Derecho Penitenciario tiene como objeto: 
 
1. Establecer los derechos y deberes de los privados de libertad, y hacer respetar 
dichos derechos. 
 
2. Poner en marcha y hacer cumplir lo referente a la recuperación, tratamiento y 
rehabilitación de los privados de libertad.  
 
 
     En el Ecuador, el Derecho Penitenciario se encuentra inmerso dentro de algunas 
normativas como son: El actual Código Orgánico Integral Penal, y otras normas conexas 
que permiten interpretar de mejor manera la función y el objetivo del Derecho 
Penitenciario; este Derecho regula la ejecución de las penas y medidas privativas de 
libertad a través del Reglamento del Código de Ejecución de Penas y Rehabilitación Social 
y la participación de los Jueces de Garantías Penales que velaran por el cumplimiento de 
los derechos de las personas privadas de libertad, relativo al régimen penitenciario y la 
rehabilitación social integral.   
 
 
3.7.LA PENA 
 
 
     La pena desde el punto de vista legal, es considerada como el restablecimiento del 
orden jurídico, perturbado por el cometimiento de un delito; es una forma de castigo 
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“ejemplar” para quien provocó un perjuicio social,en razón de una conducta 
concretamente establecida y probada.  
 
Algunas definiciones de este término son:  
 
 
     PENA. (Del lat. poena). f. “Castigo impuesto conforme a la ley por los jueces o tribunales 
a los responsables de un delito o falta”(ENCARTA, Enciclopedia, 2009). 
 
      PENA. “Sanción, previamente establecida por ley, para quien comete un delito o falta, 
también especificados”.(CABANELLAS DE TORRES, 2007, pág. 300) 
 
 
     Sobre estas acepciones, se puede decir que el objetivo de la pena es la sanción o castigo 
al infractor de la ley penal, sin mirar o tomar encuenta su función preventiva y de defensa 
social contra toda conducta indebida.  
 
 
     Según Ángeles Galindo, en su libro Textos Pedagógicos Hispanoamericanos, (1968), al 
hablar sobre el objeto de la pena dice:    
La pena es ante todo: una expiación de la culpa, aquel sufrimiento que es justo tenga el 
que ha hecho mal. Un medio de reducir al malo a la impotencia de hacer mal. Un medio de 
evitar por el escarmiento la repetición del delito. Una afirmación categórica de la justicia 
de que forma parte esencial. Un medio de educación del penado, a fin de que se 
arrepienta, o por lo menos, se corrija.(pág. 1092) 
 
 
3.8. FUNCIÓN DE LA PENA  
 
     La pena como sanción o castigo tiene algunas funciones desde el punto de vista de su 
aplicación, y son:   
 
1. La retribución a la víctima, por el dolor causado debido a la comisión del delito.  
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2. La Prevención en el cometimiento de nuevos delitos. 
3. La resocialización del infractor de la ley durante el tiempo de sentencia.  
 
 
     Desde el punto de vista de Roxin, la pena como recurso “debería ser de última rattio” 
del derecho penal, es decir sería el último recurso o argumento que se aplicaría al infractor 
de la ley penal para sancionarle,siempre y cuando se tome en consideración el tipo de 
delito. 
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CAPÍTULO IV 
 
4. INVESTIGACIÓN 
 
4.1. JUSTIFICACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN 
 
     La presente investigación tiene por objeto dar a conocer que los individuos que han 
cometido un delito, y que luego de un proceso judicial han recibido una pena o sentencia 
que deberá ser cumplida en un Centro de Rehabilitación Social (CRS), como así se les 
conoce hoy a las cárceles y prisiones del país, donde desde su ingreso, y como 
consecuencia inmediata va a desencadenarle efectos psicológicos negativos, ya que las 
preocupaciones principales de ese momento son la familia y el ambiente carcelario donde 
tiene que aprender a sobrevivir; y que para que esta experiencia de la pérdida de libertad no 
sea demasiado frustrante y pueda en lo posible adaptarse y desenvolverse de una manera 
aparentemente normal a esta nueva forma de vida, necesita desde un principio satisfacer de 
forma independiente las necesidades propias y de su familia (salud, alimentación, vestido, 
etc); pero para ello se requiere que en el CRSVQNº 3 existan o se pongan en práctica 
políticas públicas penitenciarias reales de recuperación, tratamiento, rehabilitación y 
reinserción social integral, que beneficien en parte a estas personas que por una u otra 
causa se encuentran privadas de su libertad en este Centro carcelario, donde las 
condiciones físicas y estructurales no prestan las garantías suficientes para la protección de 
los Derechos Humanos de los detenidos. 
 
 
     La realidad penitenciaria en nuestro país es bastante crítica, a pesar de las nuevas 
políticas de Modernización del Sistema Penitenciario, puesto que los internos de los CRS 
viven y se desenvuelven en situaciones desfavorables en cuanto a salud, alimentación, 
trabajo, educación, desarrollo personal, etc. Esta realidad difiere con lo que determinan los 
Artículos 51 y 201 de la Constitución Política en cuanto a las Personas Privadas de 
Libertad (PPL) y el Sistema de Rehabilitación Social, ya que las infraestructuras de los 
CRS, a excepción de las nuevas construcciones, no prestan las condiciones necesarias para 
cumplir con el objetivo de lograr la Rehabilitación integral de las personas privadas de 
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libertad, dentro de un régimen progresivo, ya que no hay espacio ni recurso humano 
técnico profesional suficiente para cumplir con este propósito.   
 
 
     Por lo tanto, el objetivo fundamental de este trabajo es desarrollar una propuesta a 
través de la cual se establezca políticas viables de recuperación, tratamiento, rehabilitación 
y reinserción social, que sirvan para cambiar las actitudes y mejorar las condiciones de 
vida de los privados de libertad y sus familias, ya que la privación de libertad, siendo una 
sanción impuesta por el Estado al infractor de la ley, es también una oportunidad para que 
el detenido, a través de acciones, planes y programas de asistencia y tratamiento impuestos 
por el ente regulador, encuentre en el encierro una ocupación que le permita en lo posible 
aprovechar el tiempo de condena para formarse y capacitarse en un trabajo determinado, y 
pueda desarrollar habilidades sociales y productivas que le permitan en libertad una fuente 
de trabajo estable, y pueda así reinsertarse a la sociedad y satisfacer sus necesidades y las 
de su familia, acciones contempladas en el buen vivir (Sumak Kawsay) a que se refiere la 
Constitución Política. 
 
 
     A base de esta propuesta se pretende evitar un sinnúmero de problemas que viven los 
privados de libertad del CRSVQ Nº 3 (hacinamiento, violencia, drogadicción, 
desocupación, desintegración familiar, etc.), situaciones que afectan directamente a la 
sociedad en general, porque cuando el detenido recupera su libertad y no tiene una 
ocupación o trabajo estable que le procure un bienestar, se dedica nuevamente a delinquir 
de manera individual o formando parte de bandas delictivas violentas, cuyas consecuencias 
como se ha observado o se ha escuchado a través de los medios de comunicación son de 
gran impacto, no solo para la víctima, sino también para los familiares de esta que tienen 
que sobrellevar el dolor de la agresión causada. 
 
 
     Por estas razones considero que es importante, no solo construir nuevos centros, crear 
leyes, tipificar delitos y aumentar las penas para sancionar al infractor de la ley, sino 
también crear políticas reales de trabajo penitenciario obligatorio, donde estén inmersos los 
medios idóneos para la recuperación, el tratamiento, la rehabilitación, la reinserción social, 
el seguimiento pos penitenciario y la prevención delincuencial; procesos que no solo estén 
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escritos como lo están en la actualidad, sino que se pongan en práctica con los recursos 
físicos y humanos suficientes para su aplicación y desarrollo técnico profesional, apegados 
a lo que disponen las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos y otras Normas 
Internacionales, para así poder evitar la reincidencia delictiva y el continuo hacinamiento 
que se vive todavía, a pesar de las Políticas Públicas que abarcan la Modernización del 
Sistema Penitenciario y la construcción de nuevos Centros de Rehabilitación Social, donde 
irónicamente la rehabilitación integral del delincuente no se da, porque los Centros 
penitenciarios no cuentan con las condiciones necesarias para cumplir con este objetivo 
Constitucional.    
 
 
4.2. POBLACIÓN Y MUESTRA 
 
 
     La población a la que se dirige la siguiente propuesta son las 470 personas privadas de 
libertad (PPL) del CRSVQNº 3, de las cuales 170 se encuentran con sentencia 
condenatoria ejecutoriada, las que por estar cumpliendo dicha sentencia, que puede ser de 
corto o largo tiempo, tienen la oportunidad para que a través de la formación y 
capacitación profesional integral en un arte u oficio, puedan aprovechar ese tiempo para el 
desarrollo de sus habilidades sociales y productivas que les beneficie en su proceso de 
recuperación, tratamiento y rehabilitación personal dentro y fuera del recinto carcelario; 
para que cuando obtengan su libertad, puedan satisfacer sus necesidades y las de su familia 
a través de un trabajo honesto y responsable, objetivo primordial del Sistema de 
Rehabilitación Social.  
 
 
     Para la recolección de información de esta investigación, se ha tomado como muestra 
los criterios de 50 Personas Privadas de Libertad (PPL) del CRSVQNº 3, con sentencian 
ejecutoriada, quienes están próximas para acogerse al beneficio de la Prelibertad, a quienes 
se les aplico un cuestionario de 13 preguntas, las mismas que contiene aspectos referentes 
al tipo de actividades y servicios que brinda el CRSVNº 3 a los privados de libertad, y 
como estos han influido en su recuperación, rehabilitación y reinserción social.  
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4.3. ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN DE LOS RESULTADOS OBTENIDOS A 
TRAVÉS DE LOS INSTRUMENTOS DE LA INVESTIGACIÓN 
(CUESTIONARIO) 
 
1.- ¿Por qué delito se encuentra privado de su libertad? 
Tabla 1 
INDICADORES DE EVALUACIÓN Número Porcentaje (%) 
Violación 12 24 
Trafico de drogas 9 18 
Tenencia de drogas 12 24 
Robo 2 4 
Robo Agravado 3 6 
Robo Calificado 1 2 
Homicidio 2 4 
Homicidio simple 1 2 
Uso doloso de documentos 2 4 
Asesinato 4 8 
Intento de asesinato 1 2 
Estupro 1 2 
TOTAL  50 100 % 
Elaborado por: Carlos Alonso Iza Guerrero  
Fuente: Encuesta aplicada a las PPL 
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Gráfico 1 
 
Elaborado por: Carlos Alonso Iza Guerrero  
  Fuente: Encuesta aplicada a las PPL 
 
ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN 
     Los mayores porcentajes se encuentran en los delitos de tipo sexual (24%); y los que se 
relacionan con la tenencia (24%) y tráfico de drogas (18%); los primeros se encuentran 
tipificados con el Art. 171, y los segundos en el Art. 220 del Código Orgánico Integral 
Penal. 
 
Todos estos delitos son infracciones penales que han sido sancionadas con la pena 
privativa de libertad, por encontrar en el autor de este tipo de delitos serios indicios de 
responsabilidad penal. 
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2.- ¿Cuál es la sentencia o pena que debe cumplir? 
 
Tabla 2 
INDICADORES DE 
EVALUACIÓN 
Sentencia 
(años) 
Número Porcentaje 
(%) 
Violación 8 
12 
16 
5 
4 
3 
10 
8 
6 
Trafico de drogas 8 
12 
16 
6 
1 
2 
12 
2 
4 
Tenencia de drogas 4 
6 
8 
16 
3 
2 
6 
1 
6 
4 
12 
2 
Robo 4 
6 
1 
1 
2 
2 
Robo Agravado 4 
6 
16 
1 
1 
1 
2 
2 
2 
Robo Calificado 3 1 2 
Homicidio 9 2 4 
Homicidio simple 8 1 2 
Uso doloso de documentos 2 
3 
1 
1 
2 
2 
Asesinato 16 
17.5 
25 
2 
1 
1 
4 
2 
2 
Intento de asesinato 1 1 2 
Estupro 1 1 2 
TOTAL   50 100 % 
     Elaborado por: Carlos Alonso Iza Guerrero  
     Fuente: Encuesta aplicada a las PPL 
 
ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN 
 
     Los mayores porcentajes se encuentran en las sentencias correspondientes a los delitos 
de tipo sexual (10%); y los que se relacionan con la tenencia (12%) y tráfico de drogas 
(12%); los primeros se encuentran tipificados con el Art. 171, y los segundos en el Art. 220 
del Código Orgánico Integral Penal; lo que determina que son los delitos que se comenten 
con más frecuencia.  
 
     Las sentencias impuestas por el Juez competente a las personas privadas de libertad del 
CRSVQNº 3, van de 1 a 25 años, como consecuencia de la acción punible, y la 
responsabilidad que conlleva esta acción.  
78 
3.- ¿En qué pabellón, según la clasificación está cumpliendo su sentencia? 
 
Tabla 3 
INDICADORES DE 
EVALUACIÓN 
Pabellón Número Porcentaje 
(%) 
Violación B 
C 
D 
7 
1 
4 
14 
2 
8 
Trafico de drogas B 
C 
D 
1 
3 
5 
2 
6 
10 
Tenencia de drogas B 
C 
D 
2 
4 
6 
4 
8 
12 
Robo B 2 4 
Robo Agravado B 
D 
1 
2 
2 
4 
Robo Calificado B 1 2 
Homicidio C 
D 
1 
1 
2 
2 
Homicidio simple D 1 2 
Uso doloso de documentos C 2 4 
Asesinato C 
D 
1 
3 
2 
6 
Intento de asesinato B 1 2 
Estupro D 1 2 
TOTAL   50 100 % 
     Elaborado por: Carlos Alonso Iza Guerrero  
     Fuente: Encuesta aplicada a las PPL. 
 
ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN 
 
Los porcentajes más altos determinan que un gran número de personas privadas de libertad 
se encuentran ubicadas en los pabellones B y D; especialmente por los delitos de tipo 
sexual (14%); y los que se relacionan con la tenencia (12%) y tráfico de drogas (10%).  
 
     Según esta información, se entiende que para la ubicación poblacional no existe un 
estudio previo de la peligrosidad del detenido, puesto que en un mismo pabellón conviven 
reclusos sentenciados por diferentes delitos.   
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4.- ¿Cuánto tiempo lleva privado de su libertad? 
Tabla 4 
INDICADORES DE 
EVALUACIÓN 
Tiempo de 
detención 
Número Porcentaje 
(%) 
Violación 3 a 4 años 
4 a 5 años 
5 a 6 años 
6 a 7 años 
7 a 8 años 
8 a 9 años 
9 a 10 años 
1 
3 
1 
3 
2 
1 
1 
2 
6 
2 
6 
4 
2 
2 
Trafico de drogas 2 a 3 años 
3 a 4 años 
4 a 5 años 
5 a 6 años 
6 a 7 años 
7 a 10 años 
1 
3 
2 
1 
1 
1 
2 
6 
4 
2 
2 
2 
Tenencia de drogas 1 a 2 años 
2 a 3 años 
3 a 4 años 
9 a 10 años  
3 
2 
6 
1 
6 
4 
12 
2 
Robo 1 a 2 años 
2 a 3 años 
1 
1 
2 
2 
Robo Agravado 1 a 3 años 
8 a 9 años 
2 
1 
4 
2 
Robo Calificado 1 a 2 años  1 2 
Homicidio 5 a 6 años  2 4 
Homicidio simple 3 a 4 años 1 2 
Uso doloso de documentos 1 a 2 años 2 4 
Asesinato 6 a 7 años 
7 a 8 años 
10 a 11 
años 
1 
2 
1 
2 
4 
2 
Intento de asesinato 3 a 4 años 1 2 
Estupro 1 a 2 años 1 2 
TOTAL   50 100 % 
     Elaborado por: Carlos Alonso Iza Guerrero 
     Fuente: Encuesta aplicada a las PPL. 
 
ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN 
 
     El tiempo que llevan privados de libertad algunos detenidos es hasta de 11 años, por los 
delitos de tenencia y tráfico de drogas y asesinato, siendo estos los porcentajes menores 
(2%); y otros detenidos que llevan de 2 a 7 años detenidos, por diversos delitos, siendo los 
porcentajes más altos (12%). Esto determina que las sentencias son demasiadas largas, y 
por ende los detenidos tienen suficiente tiempo para aprovechar en actividades de 
formación y capacitación profesional.   
80 
5.- ¿Qué actividad realiza para mantenerse ocupado durante el tiempo de privación de 
libertad? 
Tabla 5 
INDICADORES DE EVALUACIÓN Número Porcentaje 
(%) 
Trabajo Artesanal en papel, pulseras. 30 60 
Lavandería 2 4 
Cocina 4 8 
Pintor de cuadros 2 4 
Educación / Profesor 2 4 
Deporte 4 8 
Venta de saldos 2 4 
Pasador 2 4 
Limpieza del pabellón  1 2 
Miembro del Comité de Internos 1 2 
TOTAL  50 100 % 
Elaborado por: Carlos Alonso Iza Guerrero 
Fuente: Encuesta aplicada a las PPL. 
 
 
Gráfico 2 
 
ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN 
Los porcentajes más altos (60%) se observan en la práctica de actividades artesanales (en papel, 
madera e hilo); y los porcentajes menores en actividades de servicio, que les mantiene ocupados y 
pueden con ellas tener una ganancia económica. Esto determina que las actividades que realizan los 
privados de libertad en el CRSVQNº 3 son de propia iniciativa de los detenidos, con la finalidad de 
mantenerse ocupados, y obtener una ganancia por su labor.  
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6.- ¿Existen talleres de trabajo en el interior del CRSVNº 3 al que usted pueda acceder?  
SI (   )   NO   (   )   ¿Porque? 
Tabla 6 
INDICADORES DE 
EVALUACIÓN 
Número Porcentaje 
(%) 
SI 0 0 
NO 50 100 
TOTAL  50 100 % 
         Elaborado por: Carlos Alonso Iza Guerrero  
         Fuente: Encuesta aplicada a las PPL. 
 
Gráfico 3 
 
ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN 
 
El porcentaje más alto (100%) de los privados de libertad encuestados, ha manifestado que 
no existen talleres para trabajar, porque no existe el espacio ni la infraestructura apropiada 
para crearlos.  
 
      La ausencia de talleres para la formación, capacitación y la realización de un trabajo, 
obligan a que algunos privados de libertad, por iniciativa propia se dediquen a la práctica 
de actividades artesanales como medio de trabajo; y otros en actividades de ocio, lo que 
puede ser motivo para la confrontación y violencia.    
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6.-¿Existen talleres de trabajo en el interior del CRSVNº 3 al que usted 
pueda acceder?  SI (   )   NO   (   )   ¿Porque? 
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7.- ¿Ha tenido alguna dificultad para acceder a un trabajo en el interior del CRSVNº 3?            
 SI (  )          NO (   )   ¿Por qué? 
 
Tabla 7 
INDICADORES DE 
EVALUACIÓN 
Número Porcentaje 
(%) 
SI 10 20 
NO 40 80 
TOTAL  50 100 % 
          Elaborado por: Carlos Alonso Iza Guerrero  
          Fuente: Encuesta aplicada a las PPL. 
 
Gráfico 4 
 
ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN 
 
El porcentaje más alto (80%) de los privados de libertad no han tenido problema alguno, 
por cuanto realizan un trabajo independiente en sus propias celdas, y no requieren permiso 
para ello; en cambio el (20%) si ha tenido dificultad por los permisos que el Departamento 
correspondiente no les ha facilitado para la colocación de un negocio o actividad 
determinada.  
 
     La falta de fuentes de trabajo en el interior del Centro hace notar que no se utiliza la 
mano de obra del detenido, lo que impide que se mantenga ocupado y produzca para sí y 
para su familia, y no sea solo un gasto más para el Estado.  
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7.- ¿Ha tenido alguna dificultad para acceder a un trabajo en el 
interior del CRSVNº 3?       SI (  )      NO (   )   ¿Por qué? 
 
83 
8.- ¿Cómo califica el servicio de alimentación que les ofrece el CRSVNº 3?       
 MB   (   )        B  (   )     M   (   )       ¿Por qué? 
 
Tabla 8 
INDICADORES DE 
EVALUACIÓN 
Número Porcentaje 
(%) 
MUY BUENA 0 0 
BUENA 32 64 
MALA 18 36 
TOTAL  50 100 % 
   Elaborado por: Carlos Alonso Iza Guerrero  
   Fuente: Encuesta aplicada a las PPL. 
 
 
Gráfico 5 
 
ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN 
 
El (64%) de los privados de libertad consideran el servicio de alimentación bueno, a pesar 
de las condiciones en las que preparan y tienen que servirse; en cambio el (36%) considera 
que es mala por que preparan sus propios compañeros. 
 
La alimentación siendo un derecho exclusivo debe tener los nutrientes necesarios para que 
los detenidos puedan responder a las exigencias del sistema de manera óptima, es por ello 
que algunos de ellos preparan su propia comida; los que consideran mala tal vez es porque 
se sienten insatisfechos por la nueva forma de vida que tiene que llevar. 
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8.- ¿Cómo califica el servicio de alimentación que les ofrece el 
CRSVNº 3?       MB (   )     B (   )   M (   )    ¿Por qué? 
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9.-  ¿Cómo califica los servicios: Médico, Psicológico, Jurídico, Laboral, Educativo y de 
Trabajo Social que les ofrece el  CRSVNº 3?         MB (   )        B (   )       M (   )         ¿Por qué? 
 
Tabla 9 
INDICADORES DE 
EVALUACIÓN 
Número Porcentaje 
(%) 
MUY BUENA 0 0 
BUENA 28 56 
MALA 22 44 
TOTAL  50 100 % 
  Elaborado por: Carlos Alonso Iza Guerrero  
Fuente: Encuesta aplicada a las PPL. 
 
 
Gráfico 6 
 
ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN 
 
El (56%) de los privados de libertad consideran que la atención brindada por los 
profesionales en estas áreas es buena; en cambio el (44%) considera que es mala por 
cuanto no han recibido un buen servicio en la tramitación de sus documentos. 
 
     La función de cada uno de los profesionales de estas áreas es integral, por lo tanto la 
tramitación de los requerimientos del privado de libertad tenga que demorarse; de igual 
manera, la falta de profesionales hace que la situación empeore, y las exigencias de 
atención y tratamiento no satisfechas sean motivo de molestia. 
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9.-  ¿Cómo califica los servicios: Medico, Psicológico, Jurídico, 
Laboral, Educativo y de Trabajo Social que les ofrece el  CRSVNº 3?    
MB (   )    B (   )      M (   )    ¿Por qué? 
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10.- ¿Cómo ha sido el trato del personal de Seguridad y Vigilancia del CRSVNº 3?      
MB (   )        B (   )         M (   )        ¿Por qué? 
 
Tabla 10 
INDICADORES DE 
EVALUACIÓN 
Número Porcentaje 
(%) 
MUY BUENA 0 0 
BUENA 19 38 
MALA 31 62 
TOTAL  50 100 % 
Elaborado por: Carlos Alonso Iza Guerrero  
Fuente: Encuesta aplicada a las PPL. 
 
Gráfico 7 
 
ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN 
     El (62%) de los privados de libertad consideran que el trato que reciben del personal de 
seguridad y vigilancia es malo, por los abusos y agresiones que reciben de parte de estos 
funcionarios; en cambio el (38%) considera que es buena por cuanto no ha tenido problema alguno 
con ellos. 
 
     El cuerpo de seguridad y vigilancia del CRSVQNº 3, tiene funciones especificas en cuanto al 
control de la seguridad y disciplina en el interior de los centros; tal vez esta sea una de las razones 
para que la gran mayoría de personas privadas de libertad adopte un comportamiento reacio frente 
a estos funcionarios que representan la autoridad; además, el ambiente donde estos funcionarios 
tienen que desempeñarse es contaminante para su salud mental, por lo que pueden mostrar una 
actitud ofensiva ante los detenidos.  
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10.- ¿Cómo ha sido el trato del personal de Seguridad y Vigilancia 
del CRSVNº 3?     MB (   )        B (   )         M (   )        ¿Por qué? 
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11.- ¿Cómo califica las condiciones de infraestructura física del CRSVNº 3?              
 MB (   )                B (   )              M (   )    ¿Por qué? 
 
Tabla 11 
INDICADORES DE 
EVALUACIÓN 
Número Porcentaje 
(%) 
MUY BUENA 0 0 
BUENA 8 16 
MALA 42 84 
TOTAL  50 100 % 
Elaborado por: Carlos Alonso Iza Guerrero  
Fuente: Encuesta aplicada a las PPL. 
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ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN 
 
     El (84%) de los privados de libertad consideran que la infraestructura física del CRSVQNº 3 es 
mala porque no hay espacio suficiente para desenvolverse y vivir adecuadamente; en cambio el 
(16%) considera que es buena por cuanto tienen donde vivir tranquilos y recibir a su visita. 
 
     La estructura física del CRSVQNº 3 no cuenta con espacio suficiente para albergar a una 
población carcelaria de 470 detenidos entre sentenciados y procesados, lo que provoca 
hacinamiento y dificultades de convivencia; ya que es evidente que más gente entra que sale de las 
cárceles. 
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11.- ¿Cómo califica las condiciones de infraestructura física del 
CRSVNº 3?              
 MB (   )                B (   )              M (   )    ¿Por qué? 
 
87 
12.- ¿Cree usted que en el CRSVNº 3 se da la rehabilitación integral del recluso?       
SI (  )          NO (   )     ¿Por qué? 
 
Tabla 12 
INDICADORES DE 
EVALUACIÓN 
Número Porcentaje 
(%) 
SI 0 0 
NO 50 100 
TOTAL  50 100 % 
     Elaborado por: Carlos Alonso Iza Guerrero  
     Fuente: Encuesta aplicada a las PPL 
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ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN 
 
El (100%) de los privados de libertad consideran que no se da la rehabilitación integral del 
recluso en el CRSVQNº 3, porque no existe la infraestructura física suficiente para que 
puedan dar el tratamiento que necesitan. 
 
     La rehabilitación social integral del recluso es un proceso multidisciplinario, puesto que 
se requiere para la recuperación y tratamiento de estas personas espacios suficientes para 
poder brindar el tratamiento médico, psicológico y social, apropiado a la situación que está 
viviendo y sintiendo en el interior de las cárceles; al no poner en marcha esta rehabilitación 
integral el privado de libertad no tendrá motivos para una reinserción social positiva.    
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12.- ¿Cree usted que en el CRSVNº 3 se da la rehabilitación integral 
del recluso?     SI (  )          NO (   )     ¿Por qué? 
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13.- ¿Cree usted que está apto para reinsertarse a la sociedad?   SI (  )     NO (   )  ¿Por qué? 
Tabla 13 
INDICADORES DE 
EVALUACIÓN 
Número Porcentaje 
(%) 
SI 44 88 
NO 6 12 
TOTAL  50 100 % 
     Elaborado por: Carlos Alonso Iza Guerrero  
     Fuente: Encuesta aplicada a las PPL. 
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ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN 
 
El (88%) de los privados de libertad consideran que están aptos para reintegrarse a la 
sociedad, por haber pasado mucho tiempo detenidos; en cambio el (12%) considera no 
estar apto por que todavía le falta tiempo de la pena por cumplir.  
 
     Las personas privadas de libertad creen estar aptas para reinsertarse a la sociedad solo 
por el hecho de haber estado mucho tiempo detenidas o porque han cumplido su pena y 
han pagado su culpa ante la sociedad; más no porque hayan recibido alguna forma de 
tratamiento y rehabilitación social integral que les pueda haber ayudado a cambiar su 
forma de ser, para que puedan vivir de manera honesta, responsable y apegados a las 
normas de convivencia social.  
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13.- ¿Cree usted que esta apto para reinsertarse a la sociedad?   
SI (  )     NO (   )  ¿Por qué? 
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CONCLUSIONES: 
 La privación de libertad en una cárcel o prisión, pone en marcha un proceso de 
adaptación inadecuado, conocido como prisionización, cuya sintomatología se 
desarrolla en el privado de libertad desde el ingreso a un centro de detención, y lo 
demuestra a través de las actitudes que presenta durante su permanencia; esta 
sintomatología va enraizándose en la personalidad del detenido durante el 
cumplimiento de la sentencia impuesta, lo que dificulta su reinserción social 
positiva cuando salga en libertad, ya que no ha sido tratada desde su inicio en la 
prisión.  
 Las precarias condiciones de vida en la que se encuentran las personas privadas de 
libertad en los CRS de país, son factores que representan la violación sistemática de 
los Derechos Humanos, y la inexistencia de procesos de rehabilitación social, cuya 
consecuencia es la desocupación, la apatía y la práctica de malos hábitos.   
 La ausencia de políticas penitenciarias reales, el hacinamiento, la inadecuada 
infraestructura de los CRS, la falta de personal técnico profesional especializado 
para la formación y capacitación del detenido en los campos educativo, laboral y de 
desarrollo personal, la despreocupación de las autoridades de Rehabilitación Social 
para crear e implementar talleres y realizar convenios con instituciones públicas y 
privadas para que puedan ofrecer trabajo a los detenidos; han influenciado a que el 
Sistema de Rehabilitación Social no pueda cumplir con el objetivo de la 
rehabilitación social integral a los privados de libertad propuesto en la Constitución 
Política del 2008.  
 La no aplicación de las Normas y Reglas Internacionales adoptadas por el Ecuador 
para garantizar la protección de los Derechos Humanos de los reclusos, y establecer 
procesos de recuperación, rehabilitación y reinserción social integral en el interior 
de los Centros de Rehabilitación Social, son factores que han motivado a que tanto 
los funcionarios del sistema de rehabilitación social, como los propios detenidos 
adopten una actitud pasiva frente a las necesidades reales de recuperación y 
rehabilitación durante el tiempo de privación de libertad.    
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RECOMENDACIONES: 
 Que las autoridades que rigen la política penitenciaria ponga en práctica lo 
manifestado en las Normas y Reglas internacionales adoptadas por el Ecuador para 
garantizar la protección de los Derechos Humanos de los reclusos, e implantar 
procesos de recuperación, rehabilitación y reinserción social integral de las PPL, 
para que así puedan aprender algún arte u oficio que les permita mantenerse 
ocupados y solventar sus necesidades y las de su familia durante y después de su 
reclusión, previniendo de esta manera la reincidencia delictiva.  
 Que los entes gubernamentales establezcan políticas públicas penitenciarias reales, 
que vayan de acuerdo con las necesidades de la población penitenciaria, donde se 
integren las entidades públicas que forman parte y tienen competencia en el sistema 
penitenciario (ministerios de educación, salud, justicia, deportes, de trabajo), para 
instaurar el sistema progresivo, y poder alcanzar el objetivo propuesto por el 
Sistema de Rehabilitación Social ecuatoriano. 
 Establecer para las PPL programas obligatorios de formación y capacitación 
profesional integral permanente, a través de organizaciones que puedan ofrecer un 
trabajo remunerado a los detenidos; con la finalidad, primero de estimular y 
aprovechar el tiempo de detención que les permita desempeñar una actividad con la 
que pueden  mantenerse ocupados y solventar sus necesidades y las de su familia; y 
segundo les prepare para reinsertarse a la sociedad de manera productiva cuando 
salgan en libertad; demostrando así una verdadera recuperación, rehabilitación y 
reinserción social.  
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CAPÍTULO V 
 
5. PROPUESTA 
 
 
     Los múltiples problemas e inconvenientes que el Sistema de Rehabilitación Social ha 
venido arrastrando por años, y que no han podido superarse a pesar de la declaración del 
estado de emergencia en el año 2007, y la implementación de nuevas políticas 
penitenciarias del actual gobierno, a través de las cuales se habla de la rehabilitación social 
integral y la garantía de los derechos del privado de libertad, la construcción de nuevos 
CRS implementados con alta tecnología para custodiar y vigilar a las PPL, la capacitación 
al personal de seguridad y vigilancia para mejorar su trabajo y el trato a los detenidos, etc; 
todo esto con la finalidad de mejorar la imagen de la institución penitenciaria; pero dentro 
de esta política, no se dice nada acerca de cómo hacer para formar y capacitar al privado de 
libertad en los campos educativo, laboral y de crecimiento personal, ya que la carencia de 
planes, programas y proyectos de formación y capacitación profesional para el estudio y 
trabajo debidamente estructurados, la falta de instructores idóneos y dispuestos a apoyar de 
manera incondicional en la recuperación y rehabilitación del privado de libertad, la falta de 
convenios o ejecución de los mismos con la empresa privada e instituciones de enseñanza 
técnica y superior, y otros inconvenientes ya conocidos (ausencia de aulas, talleres, 
maquinarias y herramientas apropiadas), son los limitantes que hacen imposible iniciar 
algún proceso de cambio en favor de las Personas Privadas de Libertad; a más de ello se 
suma que hasta ahora no se ha encontrado la metodología apropiada para alcanzar el 
objetivo propuesto del sistema penitenciario, que es la rehabilitación social integral del 
privado de libertad, todo esto han hecho que se reafirme lo que se conoce “que las cárceles 
son la escuela de perfeccionamiento del delito”. 
 
     Estos antecedentes han permitido formular una propuesta que vaya encaminada primero 
a la reestructuración física del CRSVQNº 3 y la creación de instalaciones adecuadas para 
brindar la formación y capacitación técnica profesional necesaria, y segundo como un 
mecanismos que permita la satisfacción de las necesidades de las Personas Privadas de 
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Libertad y el desarrollo de habilidades sociales que le permitan vivir en armonía y acorde a 
las normas sociales, evitando de esta manera la reincidencia delictiva. 
 
 
     Esta propuesta incluye a las instituciones públicas y privadas como entes participes y 
responsables directos para que el privado de libertad, luego de cumplida la pena impuesta, 
pueda  reinsertarse a la sociedad de manera productiva, ya que la oportunidad laboral que 
le puedan brindar, le permitirá a este demostrar que está apto para vivir en sociedad y 
desempeñar el rol que le corresp0onde de manera honesta y responsable.   
 
 
5.1. LA PRISIÓN COMO UN LUGAR DE TRATAMIENTO Y REHABILITACIÓN 
BIO-PSICO-SOCIO- CULTURAL 
 
     El fenómeno carcelario visto desde dos realidades diferentes, es un problema sin 
solución; el punto de vista de la sociedad, que considera a las cárceles o prisiones un mal 
necesario, porque permiten a través del encierro y las penas precautelar la seguridad 
pública, y el otro, desde los privados de libertad que están cumpliendo una sentencia por el 
delito cometido, y que buscan que el sistema carcelario, a través de los servicios que brinda 
pueda satisfacer sus necesidades de sustento, pero no de rehabilitación, ya que todavía no 
se ha encontrado el método apropiado y viable para poder proporcionar el tratamiento 
integral a las Personas Privadas de Libertad (PPL) que han infringido las normas de 
convivencia social, y porque no existen los medios ni los recursos físico y humanos 
suficientes para realizar este proceso, que podría contribuir a disminuir la desocupación del 
privado de libertad durante el encierro, y evitar así la incertidumbre causada al no poder 
hacer ninguna actividad productiva.  
 
 
     Ante este fenómeno, es importante dar un giro total en cuanto a las políticas de 
rehabilitación social existentes en las normas vigentes, ya que estas no se ponen en 
práctica, primero por las falencias que el sistema penitenciario tiene, y segundo por la falta 
de obligatoriedad al privado de libertad para que participe en la formación y capacitación 
permanente, en algún arte u oficio profesional que pueda brindarle la institución; 
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considerando que el internamiento de un detenido en el CRSVQNº 3 da la oportunidad 
para que el ente regulador, a través de los planes, programas y proyectos que el personal 
técnico profesional ha realizado, pueda establecer una relación de sujeción especial con el 
interno, y así integrarle nuevas normas y reglas de convivencia y responsabilidad social, 
iniciando de esta manera un proceso que empezaría primero con la recuperación del 
detenido, es decir conseguir que este vuelva a un estado de normalidad después de haber 
perdido su escala de valores y haber pasado por situaciones difíciles que le motivaron a 
adquirir un comportamiento antisocial, recuperación que debe darse en las áreas bio-
psico.socio-cultural como elementos primordiales para un cambio, y luego aplicar la 
rehabilitación social integral del privado de libertad dentro y fuera del recinto carcelario, 
ya que el termino rehabilitación según la Enciclopedia Espasa es: 
 
      “Restituir legalmente a una persona la capacidad para desempeñar cargos, disfrutar 
beneficios, derechos, etc., que se le negaron como resultado de una sentencia condenatoria” 
(ESPASA, Enciclopedia , 2007). 
 
 
     El objetivo principal de esta propuesta y nueva forma de rehabilitación social integral, 
es preparar al hombre para que vuelva a la libertad en las mejores condiciones, y pueda 
reintegrarse a la sociedad de manera productiva, por lo tanto, es importante que a los CRS 
se les considere dentro de la Política Publica como Centros de Tratamiento y 
Rehabilitación Social Integral, y se aplique con responsabilidad y eficiencia el Régimen 
Progresivo durante el tiempo que el interno se encuentre privado de su libertad, pero para 
ello, es importante que se les asigne los recursos necesarios para que puedan cumplir con la 
finalidad del sistema penitenciario, que es la rehabilitación integral de las personas 
sentenciadas penalmente, propiciando de esta manera y desde el interior de las cárceles el 
respeto a los Derechos Humanos y la readaptación social, para así evitar en el futuro la 
reincidencia delictiva que tanto mal hace a la sociedad. 
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5.2. EL TRATAMIENTO PENITENCIARIO 
 
     La definición del término tratamiento según la Enciclopedia Encarta es: 
 
“El Conjunto de medios que se emplean para curar o aliviar una 
enfermedad”(ENCARTA, Enciclopedia, 2009). 
 
 
     Es decir que el tratamiento en sí esta acoplado a una concepción medica- terapéutica 
sobre una enfermedad o dolencia, más no directamente al campo de la rehabilitación social 
de la Persona Privada de Libertad (PPL), pues la rehabilitación social, en esta propuesta 
esta enmarcarse en dos aspectos importantes que se relacionan entre si, y son:  
 
 
1. La recuperación del individuo en su aspecto bio-psico-socio-cultural, a través de un 
equipo multidisciplinario (médico, psicólogo, educador, abogado, instructor de 
talleres, religioso, etc) que le atienda y le ofrezca todas las herramientas necesarias, 
a fin de suplir sus carencias formativas y mejorar sus capacidades sociales, para que 
pueda desarrollar dentro y fuera del recinto carcelario una actitud de respeto y 
responsabilidad personal y social, y así optar por una nueva forma de vida, que le 
induzca en la medida que sea posible a la consecución de sus aspiraciones de 
integración social; en este proceso de recuperación se debe realizar una evaluación 
completa del detenido, donde deba constar la valoración de la conducta antes y 
después del delito, la valoración de la personalidad y él carácter, antecedentes 
personales, motivaciones, modo de vida, etc, que puedan ayudar a establecer las 
carencias, necesidades y aspiraciones a las cuales debe dirigirse la formación y 
capacitación profesional y el tratamiento individualizado como aporte medico-
terapéutico.    
 
 
2. Posteriormente y luego de la evaluación integral vendrá el Tratamiento y la 
Rehabilitación social integral, a través de la cual se debe buscar y promover la 
readaptación y reinserción social, aspectos en los cuales deben obligadamente 
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intervenir y participar organismos públicos y privados, para darle una oportunidad 
laboral, ya que la PPL o delincuente sentenciado es una persona que continúa 
formando parte de la sociedad, y por ende merece, luego de cumplida la pena 
impuesta, integrarse al hoy llamado buen vivir de una manera honesta y respetuosa 
de la ley, actitud que demostraría, que la Institución Penitenciaria y los organismos 
que lo conforman han cumplido con lo que determinan los instrumentos legales a 
favor de los privados de libertad, y en especial con lo que establecen las Reglas 
Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos, elaborado por la Organización de las 
Naciones Unidas en 1955, a través de las cuales impulsó el establecimiento del 
régimen progresivo; política que se ha decretado desde el año 2007 en el país, y que 
hasta la fecha no ha dado visos de su aplicación en cuanto al tratamiento, 
rehabilitación y reinserción social de las personas privadas de su libertad en el 
CRSVQNº 3.    
 
 
     Esta nueva forma de tratamiento para la PPL, se complementa con la interacción y 
participación directa de los familiares del interno y la sociedad, a través de la capacitación 
y formación integral que recibe, y el trabajo que puede desempeñar, permitiéndole así 
demostrar que puede cumplir con sus responsabilidades sociales y personales.  
 
     El objetivo de esta interacción es ayudar a la PPL a mantener los lazos familiares 
durante el encierro, y evitar que se sienta perturbado por el hecho de estar privado de su 
libertad y alejado de la sociedad; cuyo efecto favorable implicaría en la reducción de la 
violencia y práctica de malos hábitos; de tal manera que al salir del establecimiento 
penitenciario luego de cumplir la sentencia o por la concesión de algún beneficio, pueda 
demostrar en libertad un cambio positivo en su comportamiento y en su nueva forma de 
vida en libertad, lo que permitiría a la autoridad penitenciaria o su representante realizar el 
seguimiento post-penitenciario para evaluar el nuevo proceso de reinserción social, que lo 
único que busca es contribuir en el desarrollo de una nueva forma de Rehabilitación Social 
Integral para la persona privada de libertad, y hacer de este una persona que pueda vivir en 
comunidad, respetando la ley y las buenas costumbres.   
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5.3. CAPACITACIÓN Y FORMACIÓN INTEGRAL A LAS PERSONAS 
PRIVADAS DE LIBERTAD DEL CRSVQNº 3 
 
     La Formación y Capacitación son términos similares que se relacionan entre si dentro 
del ámbito educativo y laboral, tienen inmerso el objetivo de facultar a una persona para 
hacer algo, o para que desarrolle una aptitud o habilidad en un campo determinado, 
desarrollo que lo hará a través de la educación y adiestramiento permanente por parte de un 
personal técnico- profesional. 
 
 
     En lo que concierne a las personas privadas de libertad del CRSVQNº 3, las mismas que 
al permanecer mucho tiempo en prisión, tienen la oportunidad para poder recibir una 
formación y capacitación profesional adecuada, sea por el personal del mismo centro 
penitenciario o ajeno a el; estas acciones deben ser de larga duración y de buen nivel 
académico, cuya finalidad será: primero iniciar un proceso de realización personal del 
interno, tratando de reducir así las diferencias que puedan existir entre la vida en prisión y 
la vida libre; y segundo como medida eficaz de reinserción social productiva, que se 
evidenciaría con el seguimiento pos penitenciario, etapa que estará a cargo por el personal 
designado para esta función, cumpliendo de esta manera con el proceso de rehabilitación 
social integral, tan necesitado por el privado de libertad y esperado por la sociedad en 
general, que mira con escepticismo los resultados de la aplicación de la nueva política 
penitenciaria.  
 
 
     En esta propuesta, la formación y capacitación profesional comprende la instrucción 
formal y no formal, donde se incluya la práctica profesional en materias técnico –
académicas (carpintería, plomería, electricidad, mecánica, etc), cuyos cursos permitirían 
hablar de una verdadera preparación en una carrera u ocupación técnica en el interior de las 
cárceles, donde la pena o sentencia es considerada como un castigo, más no como una 
oportunidad para poner en marcha procesos de readaptación y reinserción social del 
detenido; los mismos que deberán llevarse a cabo a través de la educación, el trabajo, la 
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formación, la capacitación y el desarrollo de habilidades sociales para sí mismo y los 
demás. 
     Para que esta formación y capacitación profesional de los resultados positivos 
esperados, se requerirá que el órgano regulador de la política penitenciaria celebre o realice 
convenios con los respectivos ministerios (salud, educación, trabajo, deportes, justicia, 
etc), para que realicen la función que les corresponde en favor de los privados de libertad y 
de acuerdo a lo que determina la Constitución Política, el Código de Ejecución de Penas y 
Rehabilitación Social y las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos; de la 
misma manera deberán hacerlo con diferentes colegios e instituciones que puedan apoyar y 
brindar una educación y capacitación técnica industrial en los centros penitenciarios, lo que 
ayudaría al privado de libertad a estar mejor preparado para el campo laboral cuando salga 
en libertad, y pueda así solventar sus necesidades y las de su familia de manera honesta y 
responsable, evitando de esta manera la reincidencia delictiva.  
 
 
     La formación y capacitación profesional debe darse en las áreas que estimulen el 
desarrollo y la realización personal de la PPL, dándole de esta manera la oportunidad de 
reinsertarse en la sociedad de una manera productiva, que le permitirá alcanzar el objetivo 
propuesta  que es su rehabilitación social integral; entre estas áreas están: 
 
 
Tabla 14.- Actividades propuestas 
EDUCACIÓN LABORAL TÉCNICA PERSONAL 
Alfabetización 
Primaria 
Secundaria 
Superior 
Técnica 
Cocina, Panadería, 
Sastrería, Plomería, 
Albañilería, Pintura, 
Peluquería, Tapicería,  
Jardinería, Soldadura, 
Carpintería, 
Serigrafía, 
Instalaciones 
eléctricas, Fabricación 
de Manualidades o 
Mecánica industrial 
y automotriz, 
Reparación de 
electrodomésticos, 
Mantenimiento de 
PC. 
Actividades artísticas, 
recreativas y 
deportivas, instrucción 
física, talleres de 
autoestima y solución 
de problemas, Control 
de la ira, Desarrollo en 
valores y Reencuentro 
familiar, Tratamiento 
de adicciones. 
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artesanías., Creación 
de microempresas. 
     
 Las jornadas de formación y capacitación profesional en las diversas áreas deberán ser 
aplicadas según el modelo de gestión que el Ministerio de Educación y Cultura tiene dentro 
de su política educativa, y con una duración promedio de ocho horas diarias, incluida la 
recreación, como parte indispensable del tratamiento físico y mental.  
 
 
     Estos programas de readaptación y reinserción social en el interior de las cárceles, a 
más de formar y capacitar el algún arte u oficio a la PPL, tienen el propósito de fomentar el 
contacto permanente con los familiares, amigos y la sociedad en general, para que sean 
partícipes de los logros obtenidos en su proceso de reinserción social, y puedan, como 
veedores de su cambio darle una oportunidad para que pueda desempeñarse laboralmente 
en el sector público o privado, alejando de esta manera el estigma de la prisionización.  
 
 
5.4. APLICACIÓN DE INCENTIVOS Y/O BENEFICIOS LEGALES 
(PRELIBERTAD, LIBERTAD CONTROLADA Y REBAJA DE PENAS) A LOS 
PRIVADOS DE LIBERTAD QUE HAN PARTICIPADO EN LA CAPACITACIÓN 
Y FORMACIÓN PROFESIONAL PERMANENTE 
 
     Siendo la formación y capacitación profesional las actividades que dan la oportunidad 
al sistema penitenciario para recuperar y rehabilitar al privado de libertad, estas deberían 
estar motivadas por una serie de beneficios o incentivos que faciliten y compensen el 
esfuerzo e interés real que pongan las PPL por participar en su proceso de recuperación y 
reinserción social, siendo esta una medida reglamentaria para que el personal responsable 
pueda evaluarlos de manera integral, y así dar un criterio técnico que determine si puede el 
privado de libertad ser favorecido o no con alguno de los beneficios contemplados en la ley 
(Fase de Prelibertad, Libertad Controlada, Rebajas), a mas de otros que pueden ser 
aplicados en casos excepcionales (salidas reglamentarias, fallecimiento de familiares, etc), 
demostrando de esta manera que los detenidos no están censurados ni excluidos del interés 
social y de la atención del Estado antes de su egreso definitivo del recinto carcelario. 
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5.4.1.BENEFICIOS: Son estímulos que forman parte del tratamiento progresivo, y cuyo 
objetivo es desarrollar en el privado de libertad un buen comportamiento durante su 
permanencia en el interior del CRS, el mismo que será evaluado tanto por el personal 
técnico del Centro como por los Jueces de Garantías Penales para su concesión o no.   
 
 
     Los beneficios penitenciarios según la Enciclopedia Encarta son:  
 
“Der. Medidas que, articuladas como derechos en el marco penitenciario y con el fin de facilitar 
la reeducación y la reinserción social del recluso, permiten la reducción de la duración de la 
condena o el adelantamiento de la libertad condicional”.(ENCARTA, Enciclopedia, 2009).  
 
     Entre los beneficios que se aplican en los CRS del país están: 
 
 
5.4.1.1. LA PRELIBERTAD 
 
     Fase del tratamiento a la que el privado de libertad se hace merecedor luego de haber 
cumplido las dos quintas partes de la pena impuesta, y los requisitos establecidos en el 
Reglamento; esta fase puede ser revocada cuando hubiere motivo para ello, y de acuerdo 
con lo previsto en el Reglamento General. 
 
 
     El Código de Ejecución de Penas y Rehabilitación Social en el Art. 22 manifiesta:  
 
 
La fase de la Prelibertad es la parte del tratamiento en la que el interno que ha cumplido 
los requisitos y normas del sistema progresivo, desarrolla su actividad controlada por el 
régimen, fuera del centro de rehabilitación social, conforme al reglamento 
pertinente.("CÓDIGO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y REHABILITACIÓN SOCIAL", 
2009, pág. 6). 
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Entre los requisitos están:  
 
 
1. Garantizar una actividad laboral que realizará fuera del CRS.  
2. Tener un hogar o domicilio donde va a vivir.   
3. Presentarse mensualmente en la dirección del centro e informar sobre las 
actividades que realiza.  
4. No abandonar ni salir de la ciudad donde se encuentra el CRS 
5. No consumir drogas ni bebidas alcohólicas durante el tiempo que dure esta fase.  
6. Cumplir con el Reglamento y las disposiciones impuestas por la Dirección del 
CRS. 
 
 
5.4.1.2.LA LIBERTAD CONTROLADA 
 
 
     Fase del tratamiento a la que el privado de libertad se hace merecedor luego de haber 
cumplido las tres quintas partes de la pena impuesta, y los requisitos establecidos en el 
Reglamento; esta fase puede ser revocada únicamente por los Jueces de Garantías 
Penitenciarias cuando hubiere motivo para ello, será nuevamente internado y completará el 
tiempo que le faltare para cumplir la pena impuesta. Esta fase no podrá otorgarse 
nuevamente a quien se le hubiere revocado. 
 
 
     El Código de Ejecución de Penas y Rehabilitación Social en el Art. 24 manifiesta:  
 
 
La libertad controlada es la fase del tratamiento mediante la cual el interno 
convive en su medio natural, bajo la supervisión del régimen y será concedida o 
revocada por las juezas y jueces de garantías penitenciarias, siempre que se 
cumplan los requisitos exigidos en esta Ley y en sus reglamentos(PGE, pág. 6).  
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Entre los requisitos están: 
 
 
1. Haber demostrado una buena conducta durante su internamiento.  
2. Haber demostrado un afán constante de readaptación social, a través del 
mejoramiento cultural, perfeccionamiento en el servicio y superación en el trabajo.  
3. Que garantice tener profesión, arte, oficio o industria, que le permita vivir 
honradamente. 
4. Que, al haber sido condenado al pago de indemnizaciones civiles, acredite haber 
cumplido esta obligación, a menos de haber comprobado imposibilidad para 
hacerlo. 
5. Obtener para su concesión informe favorable tanto del Departamento de 
Diagnóstico y Evaluación del CRS, y del Fiscal respectivo. 
 
 
5.4.1.3. REBAJA DE PENAS 
 
 
     Beneficio que consiste en la reducción de la pena, a través de un sistema de meritos, 
el mismo que permite evaluar la conducta del interno y la participación y colaboración 
en su proceso de rehabilitación; esta reducción se la concede hasta en un 50% de la 
pena impuesta por todos los meritos acumulados durante su permanencia. La 
valoración del sistema de meritos la determina el Consejo de Rehabilitación Social a 
través de su reglamento. La libertad del detenido en caso de ser favorecido con este 
beneficio es concedido por el Juez. 
 
 
     Según el Art. 32 del Código de Ejecución de Penas y Rehabilitación Social la rebaja 
de penas: 
 
 “No procederá cuando los internos hayan sido sentenciados por delitos como plagio, 
asesinato, delitos sexuales, trata de personas, o por crímenes de genocidio, de lesa 
humanidad, de guerra, de agresión, determinados en el Estatuto de Roma de la Corte 
Penal Internacional”(2009, pág. 7) 
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     Tomando en consideración que hay muchos privados de libertad que por motivo 
alguno han cometido un delito, y que están recluidos por primera vez, que son cabeza de 
familia, profesionales, estudiantes, etc, es menester darles una oportunidad para que 
dentro de la prisión, su vida y actividades continúen de una forma aparentemente 
normal, es por ello que se pueden proponer otro tipo de incentivos o beneficios que le 
permitan sobrellevar el encierro, entre ellos se pueden tomar encuenta: (permisos de 
salidas reglamentarias por fallecimiento de familiares, nacimiento de un hijo, indultos, 
etc), con lo que se cumpliría con el principio de que el derecho no se detiene ante los 
muros de la prisión; incentivos que motivarían para que las PPL pongan mas interés y se 
integren en su proceso de rehabilitación y reinserción social integral.  
 
 
5.5. DE LA RECLUSIÓN PENAL A LA REINSERCIÓN SOCIAL 
PRODUCTIVA COMO FORMA DE REHABILITACIÓN 
 
     El proceso de reinserción social productiva, como parte del tratamiento penitenciario, 
encuentra un apoyo importante en la formación y capacitación profesional que el ex 
interno a recibido durante su permanencia en el CRS, lo que le ha permitido incrementar 
sus conocimientos, mantenerse ocupado y sentirse útil; y que al retornar a la sociedad con 
el objetivo de redimir el daño causado, a través de un trabajo honesto y productivo que le 
da la oportunidad de demostrar su cambio y ser un sujeto socialmente útil; dicha actividad 
esta tendiente no solo a lograr la consolidación de su proceso de readaptación y reinserción 
social en su medio natural, sino también como mecanismo que le permitirá solventar sus 
necesidades y las de su familia, con quienes la interacción permanente será un elemento 
importante para que le motive a seguir adelante y pueda valorar la actividad laboral que 
realice en pos de su propio bienestar, ya que el trabajo contribuye a la mejora espiritual y 
física de todo ser humano, y mejor aun en una persona que ha estado privada de su 
libertad, ya que al mantenerse ocupada evitaría las consecuencias adversas de la 
prisionización.   
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5.6. SEGUIMIENTO POST PENITENCIARIO 
 
     El seguimiento post penitenciario vendría hacer la última fase del tratamiento, el mismo 
que se daría en los primeros meses de libertad del ex interno; esta fase consistiría en la 
evaluación y valoración de las alternativas laborales, educativas y de tratamiento aplicadas 
después de egresar del recinto carcelario; a través de este proceso se busca contribuir a que 
la rehabilitación, readaptación y reinserción social del individuo se reafirme e internalice 
en él, y que su comportamiento en su nueva vida en libertad no se vea afectado por el 
recuerdo de su reclusión, de tal forma que esto permita asegurar que no volverá a delinquir 
y que actuará conforme a las normas de convivencia social.  
 
 
     Este proceso estará bajo la dirección y orientación de personal competente, designado 
por el MJDHC, cuya unidad ejecutora realizara los protocolos necesarios para la 
evaluación y valoración del régimen progresivo y la individualización del tratamiento, 
propuesto en los instrumentos legales como la Constitución Política del Ecuador y el 
Código de Ejecución de Penas y Rehabilitación Social, todo ello en beneficio de la 
rehabilitación y resocialización integral del individuo que paso parte de su vida limitado en 
sus necesidades básicas por estar privado de su libertad.     
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ANEXO 1 
 
CUESTIONARIO 
 
El siguiente cuestionario tiene la finalidad de conocer las actividades que el CRSVQNº 3 brinda a 
los privados de libertad para su proceso de Rehabilitación y Reinserción Social, y las dificultades 
que presentan en su aplicación y desarrollo.  
1.- ¿Por qué delito se encuentra privado de su libertad? 
2.- ¿Cuál es la sentencia o pena que debe cumplir? 
3.- ¿En qué pabellón, según la clasificación está cumpliendo su sentencia? 
4.- ¿Cuánto tiempo lleva privado de su libertad? 
5.- ¿Qué actividad realiza para mantenerse ocupado durante el tiempo de privación de libertad? 
6.- ¿Existen talleres de trabajo en el interior del CRSVNº 3 al que usted pueda acceder?  
SI (   )   NO   (   )   ¿Porque? 
7.- ¿Ha tenido alguna dificultad para acceder a un trabajo en el interior del CRSVNº 3?             
SI (  )          NO (   )   ¿Por qué? 
8.- ¿Cómo califica el servicio de alimentación que les ofrece el CRSVNº 3?       
 MB (   )                  B (   )                    M (   )    ¿Por qué 
9.-  ¿Cómo califica los servicios: Medico, Psicológico, Jurídico, Laboral, Educativo y de Trabajo 
Social que les ofrece el  CRSVNº 3?         
 MB (   )                  B (   )                    M (   )  ¿Por qué? 
10.- ¿Cómo ha sido el trato del personal de Seguridad y Vigilancia del CRSVNº 3?      
MB (   )             B (   )                M (   )        ¿Por qué? 
11.- ¿Cómo califica las condiciones de infraestructura física del CRSVNº 3?              
 MB (   )                B (   )              M (   )    ¿Por qué? 
12.- ¿Cree usted que en el CRSVNº 3 se da la rehabilitación integral del recluso?       
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SI (  )          NO (   )     ¿Por qué? 
13.- ¿Cree usted que está apto para reinsertarse a la sociedad?        
SI (  )          NO (   )  ¿Por qué? 
 
